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A LA MESA DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS ECONÓMICOS Y 
TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

De acuerdo con lo establecido en el artículo 110 y siguientes del Reglamento de la Cámara, 
presentan las siguientes enmiendas al articulado a la iniciativa: Proposición de Ley para el 
establecimiento de gravámenes temporales energético y de entidades de crédito y establecimientos 
financieros de crédito. (núm. expte. 122/000247)



Nº Borrador de Enmienda: 13. Al título del Proyecto/Proposición de Ley

Expediente: 122/000247 Nº Borrador de Enmienda: 13

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se modifica:

Al título del Proyecto/Proposición de Ley

Texto que se propone

Se modifica el título de la Proposición de Ley, que queda redactado como sigue:

 

“Proposición de Ley para el establecimiento de gravámenes temporales energético y de entidades 
de crédito y establecimientos financieros de crédito, y por la que se crea el Impuesto Temporal de 
Solidaridad de las Grandes Fortunas, y se modifican determinadas normas tributarias”

Justificación

La creación del Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas, así como las 
modificaciones que se introducen en las normas legales reguladoras del Impuesto sobre 
Sociedades, del Impuesto sobre el Patrimonio y del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, que 
se efectúan mediante otras enmiendas a esta Proposición de Ley, hacen necesario, para observar lo 
dispuesto en el artículo 9, apartado 1, de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
que tales modificaciones queden reflejadas en el título de aquella.

 



Nº Borrador de Enmienda: 9. Exposición de Motivos

Expediente: 122/000247 Nº Borrador de Enmienda: 9

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se modifica:

Exposición de Motivos

Texto que se propone

Se modifican los párrafos cuadragésimo segundo y cuadragésimo cuarto del apartado I y los 
apartados III y IV y se añaden los apartados V y VI a la exposición de motivos, que quedan 
redactados de la siguiente forma:

 

«También es destacable que la prestación se exige exclusivamente a los grandes operadores con 
base en dos criterios. Por una parte, a partir de un umbral que se considera significativo 
tomándose como referencia las cifras de 2019, año anterior a la pandemia, evitando con ello las 
distorsiones que podrían producirse si se considerasen los años posteriores; por otra parte, la 
prestación se exige a aquellas entidades que, independientemente del umbral, están sujetas a 
supervisión directa por el Banco Central Europeo, incluidas las sucursales establecidas en 
España de entidades de crédito extranjeras. Con este doble criterio de sujeción se evita 
alterar la competencia en el mercado entre grandes entidades.»

 

«En el sector de las entidades de crédito el umbral del gravamen se determina   la exclusión se 
efectúa en función del importe de los intereses y comisiones cobrados; es decir se considera una 
magnitud inferior a la cifra de negocios, de ahí que el límite cuantitativo que determina la exclusión 
se fije en 800 millones de euros.»

 

“III

En este orden de cosas, en el ámbito energético, se configura una prestación patrimonial de 
carácter público no tributario con carácter temporal que deberán satisfacer determinadas personas y 
entidades consideradas como «operadores principales» de acuerdo con la normativa reguladora de 



los mercados y la competencia, así como las personas o entidades que desarrollen en España 
actividades de producción de crudo de petróleo o gas natural, minería de carbón o refino de 
petróleo y que generen, en el año anterior al del nacimiento de la obligación de pago de la 
prestación, al menos el 75 por ciento de su volumen de negocios a partir de actividades 
económicas en el ámbito de la extracción, la minería, el refinado de petróleo o la fabricación 
de productos de coquería.

No obstante, están eximidos al pago aquellos «operadores principales», de acuerdo con la 
normativa reguladora de los mercados y la competencia, cuyo importe neto de la cifra de 
negocios correspondiente al año 2019 sea inferior a 1.000 millones de euros y aquellos cuyo importe 
neto de la cifra de negocios correspondiente, respectivamente, a los años 2017, 2018 y 2019 
derivado de la actividad que hubiera determinado su consideración como operador principal de un 
sector energético no exceda del 50 por ciento del total de dicho importe cada año respectivo. Ambos 
datos se referirán, en su caso, a los resultantes de las cuentas anuales consolidadas del grupo 
fiscal, en caso de que el obligado al pago forme parte de un grupo fiscal que tribute en el régimen de 
consolidación fiscal.

La prestación es temporal y nace el 1 de enero respectivo de los años 2023 y 2024, debiéndose 
satisfacer durante los primeros veinte días naturales del mes de septiembre de dicho año respectivo.

El importe a pagar será el resultado de aplicar al importe neto de la cifra de negocios del obligado el 
porcentaje del 1,2 por ciento. Si dicho obligado formara parte de un grupo fiscal que tribute en 
régimen de consolidación, el porcentaje anterior se aplicará sobre el importe neto de la cifra de 
negocios de dicho grupo fiscal.

Asimismo, se debe efectuar un pago anticipado del 50 por ciento de la cantidad a satisfacer que se 
descontaría de la liquidación definitiva de dicha prestación.

Ni la prestación ni el pago anticipado son deducibles en el Impuesto sobre Sociedades. Tampoco 
podrán ser objeto de repercusión económica, en aras de que sea soportado económicamente por el 
obligado, dada su aplicación en el contexto del denominado «pacto de rentas».

La prestación se ingresará en el Tesoro Público y sus ingresos estarán afectos a unos fines 
equivalentes a los señalados para la contribución solidaria temporal por el Reglamento (UE) 
2022/1854 del Consejo de 6 de octubre de 2022 relativo a una intervención de emergencia 
para hacer frente a los elevados precios de la energía.

 

IV

Asimismo, en el ámbito financiero, se establece una prestación patrimonial de carácter público no 
tributario con carácter temporal que deberán satisfacer las determinadas entidades y 
establecimientos financieros de crédito, aunque quedan eximidos aquellos obligados que tengan un 



importe de ingresos por intereses y comisiones correspondiente al año 2019 inferior igual o 
superior a 800 millones de euros. En el caso de que los obligados formen parte de un grupo fiscal 
que tribute en régimen de consolidación, el importe se verá referido a las cuentas consolidadas del 
grupo fiscal. Asimismo, deberán satisfacer el gravamen las entidades sujetas a supervisión 
directa por el Banco Central Europeo, incluidas las sucursales establecidas en España de 
entidades de crédito extranjeras, con independencia de la suma de sus ingresos por 
intereses y comisiones.

El resto de las características de esta prestación son similares a la que deben satisfacer los 
operadores principales de los sectores energéticos (nacimiento, plazos de ingreso, pagos 
anticipados, no deducibilidad en el Impuesto sobre Sociedades, prohibición de la repercusión 
económica, etc.), si bien, a diferencia de la prestación energética, el importe a pagar será el 
resultado de aplicar a la suma del margen de intereses y de los ingresos y gastos por comisiones 
del obligado o, en su caso, del grupo fiscal consolidado del que forme parte aquel, el porcentaje del 
4,8 por ciento.

Al igual que el gravamen temporal energético, la prestación se ingresará en el Tesoro Público 
y sus ingresos estarán afectos a unos determinados fines, en línea con lo aconsejado por el 
dictamen del Banco Central Europeo de 2 de noviembre de 2022 sobre la imposición de 
gravámenes temporales a determinadas entidades de crédito. En concreto, en dicho dictamen 
se señala que “el BCE ha recomendado en el pasado que sea necesaria una clara separación 
entre la cuenta extraordinaria creada a partir de los ingresos procedentes de los gravámenes 
y los recursos presupuestarios generales de las administraciones públicas para evitar su 
utilización con fines de saneamiento presupuestario general.

 

V

Además, se crea el Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas, que se 
configura como un impuesto complementario del Impuesto sobre el Patrimonio, de carácter 
estatal, no susceptible de cesión a las Comunidades Autónomas (CCAA), para gravar con una 
cuota adicional los patrimonios de las personas físicas de cuantía superior a 3.000.000 euros.

Dos son las finalidades principales de este nuevo impuesto. La primera de ellas es 
recaudatoria, a fin de exigir, en estos tiempos de crisis energética y de inflación, un mayor 
esfuerzo a quienes disponen de una mayor capacidad económica, es decir, una muestra de 
solidaridad de las grandes fortunas. La segunda finalidad es armonizadora, con el objetivo de 
disminuir las diferencias en el gravamen del patrimonio en las distintas CCAA, especialmente 
para que la carga tributaria de los contribuyentes residentes en aquellas CCAA que han 
desfiscalizado total o parcialmente el Impuesto sobre el Patrimonio no difiera 
sustancialmente de la de los contribuyentes de las CCAA en las que no se ha optado por 
reducir la tributación por dicho impuesto.



Así, el Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas es un impuesto cuya 
configuración coincide básicamente con la del Impuesto sobre el Patrimonio, tanto en cuanto 
a su ámbito territorial, exenciones, sujetos pasivos, bases imponible y liquidable, devengo y 
tipos de gravamen, como en el límite de la cuota íntegra. La diferencia fundamental reside en 
el hecho imponible, que grava solo aquellos patrimonios netos que superen 3.000.000 euros.

El carácter de complementario del Impuesto sobre el Patrimonio se consigue en el Impuesto 
Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas mediante la deducción en la cuota de este 
impuesto, además de las deducciones y bonificaciones del primero, de la cuota 
efectivamente satisfecha en dicho impuesto. De este modo se evita la doble imposición, ya 
que los sujetos pasivos del Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas solo 
tributarán por la parte de su patrimonio que no haya sido gravado por su Comunidad 
Autónoma. Además, para acentuar su finalidad de que el esfuerzo solidario se exija solo a los 
sujetos pasivos con patrimonios de un importe significativo, los primeros 3.000.000 euros se 
gravan al tipo 0.

En cuanto a su ámbito temporal, se prevé una vigencia de dos años, de manera que resulte 
aplicable en los dos primeros ejercicios en que, a partir de su entrada en vigor, se devengue 
dicho impuesto, si bien se introduce una cláusula de revisión, para efectuar una evaluación 
de sus resultados al final de su vigencia y valorar su mantenimiento o supresión.

 

VI

Concluye la norma con la modificación de diversas normas tributarias.

Así, en primer lugar, se modifica la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, para incorporar a la Comunidad Autónoma de La Rioja entre 
aquellas que tienen establecido el sistema de autoliquidación obligatoria en el citado tributo.

Por otra parte, también es objeto de modificación la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto 
sobre el Patrimonio, para habilitar la potestad de gravamen sobre las participaciones 
accionariales en entidades no residentes con activos inmobiliarios subyacentes radicados en 
España, corrigiendo así una discriminación injustificada respecto del residente, por cuanto el 
no residente, por el hecho de interponer una persona jurídica no residente, elude el gravamen 
del citado impuesto.

A su vez, se modifica la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y 
Fiscal de Canarias, en relación con las tasas aplicables a las entidades de la Zona Especial 
Canaria, dado que la configuración de la tasa de inscripción conlleva numerosos problemas 
derivados de su encaje en relación con el procedimiento de inscripción en dicha Zona 
Especial Canaria. A tal fin, se sustituye el hecho imponible y configuración de la tasa 
reconduciéndolo a la solicitud de autorización, con independencia del resultado del 



procedimiento. Además, se incrementa el importe de la tasa de autorización.

Por último, se modifica la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, 
para incorporar una medida temporal en la determinación de la base imponible en el régimen 
de consolidación fiscal; incrementar los límites de la deducción por inversiones en 
producciones cinematográficas y series audiovisuales españolas y extranjeras, y permitir la 
aplicación de la deducción por el contribuyente que financia los costes de la producción de 
producciones españolas de largometrajes y cortometrajes cinematográficos, de series 
audiovisuales y de espectáculos en vivo de artes escénicas y musicales, cuando las 
cantidades que aporte destinadas a financiar los citados costes se aporten en cualquier fase 
de la producción, con carácter previo o posterior al momento en que el productor incurra en 
los costes de producción.”.

Justificación

La afectación de ambos gravámenes que se introduce en otras enmiendas, la inclusión de otros 
obligados al pago del gravamen temporal energético, así como la conveniencia de aludir al dictamen 
emitido por el Banco Central Europeo sobre el gravamen de entidades de crédito y establecimientos 
financieros de crédito y que se añada que este gravamen se exigirá a aquellas entidades que, 
independientemente del umbral, están sujetas a supervisión directa por el Banco Central Europeo, 
incluidas las sucursales establecidas en España de entidades de crédito extranjeras, justifican que 
se introduzcan las pertinentes modificaciones en la exposición de motivos que se proponen con esta 
enmienda.

La creación del Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas que se introduce en el 
artículo 3 de esta Proposición de Ley mediante otra enmienda a esta Proposición de Ley, requiere 
que se añada el apartado correspondiente en la exposición de motivos de la misma.

Las modificaciones que se introducen en las normas legales reguladoras del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, del Impuesto sobre el Patrimonio y del Impuesto sobre Sociedades, y en 
relación con las tasas aplicables a las entidades de la Zona Especial Canaria, mediante sendas 
enmiendas a esta Proposición de Ley, hacen aconsejable que se añada la correspondiente mención 
en la exposición de motivos de la misma.



Nº Borrador de Enmienda: 7. Artículo 1

Expediente: 122/000247 Nº Borrador de Enmienda: 7

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se modifica:

Artículo 1

Texto que se propone

Se modifica el apartado 11 del artículo 1, que queda redactado de la siguiente forma:

 

“11. El rendimiento de la prestación se ingresará en el Tesoro Público y se utilizará para 
cualquiera de los siguientes fines:

a) medidas de apoyo financiero a los clientes finales de energía, especialmente a los hogares 
vulnerables, para mitigar los efectos de los elevados precios de la energía, de manera 
específica;

b) medidas de apoyo financiero para contribuir a la reducción del consumo de energía, por 
ejemplo mediante subastas o sistemas de licitación de reducción de la demanda, a la 
disminución de los costes de compra de energía de los clientes finales de energía para 
determinados volúmenes de consumo, y al fomento de las inversiones de los clientes finales 
de energía en energías renovables, inversiones estructurales en eficiencia energética u otras 
tecnologías de descarbonización;

c) medidas de apoyo financiero para ayudar a las empresas de sectores de gran consumo de 
energía, siempre que se supediten a inversiones en energías renovables, eficiencia 
energética u otras tecnologías de descarbonización;

d) medidas de apoyo financiero para desarrollar la autonomía energética, en particular 
inversiones en consonancia con los objetivos de REPowerEU establecidos en el Plan 
REPowerEU y en la Acción conjunta europea REPowerEU, tal como proyectos con una 
dimensión transfronteriza;

e) a la financiación de medidas para reducir los efectos perjudiciales de la crisis energética, 
incluidos el apoyo a la protección del empleo y el reciclaje y el perfeccionamiento profesional 



de la población activa, o para fomentar inversiones en eficiencia energética y energías 
renovables, incluidos los proyectos transfronterizos y en el mecanismo de financiación de 
energías renovables de la Unión establecido en el artículo 33 del Reglamento (UE) 2018/1999 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de diciembre de 2018 sobre la gobernanza de la 
Unión de la Energía y de la Acción por el Clima, y por el que se modifican los Reglamentos 
(CE) nº 663/2009 y (CE) nº 715/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, las Directivas 
94/22/CE, 98/70/CE, 2009/31/CE, 2009/73/CE, 2010/31/UE, 2012/27/UE y 2013/30/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo y las Directivas 2009/119/CE y (UE) 2015/652 del Consejo, 
y se deroga el Reglamento (UE) nº 525/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo.”.

 

Justificación

La invasión rusa de Ucrania, unida a diversos factores exógenos, han favorecido un incremento de 
precios de determinados productos que genera enormes dificultades en nuestras economías 
domésticas y sectores económicos.

Así, los poderes públicos, como garantes de los valores constitucionales, deben articular una 
respuesta eficaz, eficiente y contundente para hacer frente a los efectos nocivos que la escalada de 
precios está generando en toda la ciudadanía, especialmente a los más vulnerables.

En este sentido, se recuerda que España se constituye como un «Estado social y democrático de 
Derecho» (artículo 1.1 de la Constitución) que proclama su voluntad de promover el progreso de la 
economía para asegurar a todos una digna calidad de vida (Preámbulo constitucional).

Así, esta Proposición de Ley se presentó en el contexto del denominado “pacto de rentas”.

La modificación propuesta especifica los fines concretos que se pretenden conseguir con el 
gravamen temporal energético teniendo en cuenta las medidas adoptadas en el ámbito de la Unión 
Europea, en particular, el Reglamento (UE) 2022/1854 del Consejo de 6 de octubre de 2022 relativo 
a una intervención de emergencia para hacer frente a los elevados precios de la energía, ha 
introducido una contribución solidaria temporal obligatoria.

 

 



Nº Borrador de Enmienda: 11. Artículo 1

Expediente: 122/000247 Nº Borrador de Enmienda: 11

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se modifica:

Artículo 1

Texto que se propone

Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 1, que quedan redactados como sigue:

 

“1. Las personas o entidades que tengan la consideración de operador principal en los sectores 
energéticos de acuerdo con la Resolución de 10 de diciembre de 2020, de la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia, por la que se establecen y publican, a los efectos de lo dispuesto 
en el artículo 34 del Real Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, las relaciones de operadores 
principales en los sectores energéticos, así como con la Resolución de 16 de diciembre de 2021, de 
la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, por la que se establecen y publican, a los 
efectos de lo dispuesto en el artículo 34 del Real Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, las relaciones 
de operadores principales en los sectores energéticos, modificada por la Resolución de 9 de junio 
de 2022, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, por la que se establece y 
publica, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 34 del Real Decreto-ley 6/2000, de 23 de junio, la 
relación de operadores principales en el sector energético de energía eléctrica, deberán satisfacer 
un gravamen energético con carácter temporal durante los años 2023 y 2024.

Asimismo, a los efectos del párrafo anterior, tendrán la consideración de operadores 
principales en los sectores energéticos las personas o entidades que desarrollen en España 
actividades de producción de crudo de petróleo o gas natural, minería de carbón o refino de 
petróleo y que generen, en el año anterior al del nacimiento de la obligación de pago de la 
prestación, al menos el 75 por ciento de su volumen de negocios a partir de actividades 
económicas en el ámbito de la extracción, la minería, el refinado de petróleo o la fabricación 
de productos de coquería a que se hace referencia en el Reglamento (CE) nº 1893/2006 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de diciembre de 2006, por el que se establece la 
nomenclatura estadística de actividades económicas NACE Revisión 2 y por el que se 
modifica el Reglamento (CEE) nº 3037/90 del Consejo y determinados Reglamentos de la CE 
sobre aspectos estadísticos específicos. 



  

2. Estarán eximidos del pago del gravamen las personas y entidades a que se refiere el primer 
párrafo del apartado anterior en las que concurra cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Que el importe neto de la cifra de negocios correspondiente al año 2019 sea inferior a 1.000 
millones de euros.

b) Que el importe neto de la cifra de negocios correspondiente, respectivamente, a los años 2017, 
2018 y 2019 derivado de la actividad que hubiera determinado su consideración como operador 
principal de un sector energético no exceda del 50 por ciento del total del importe neto de la cifra de 
negocios del año respectivo.

Cuando las personas y entidades a que se refiere el apartado 1 formen parte de un grupo fiscal que 
tribute en el régimen de consolidación fiscal en el Impuesto sobre Sociedades de acuerdo con la 
normativa que resulte de aplicación, el importe neto de la cifra de negocios se determinará por 
referencia a dicho grupo.

Cuando las personas o entidades a que se refiere el apartado 1 formen parte de un grupo mercantil 
integrado por personas o entidades que deban presentar las declaraciones del Impuesto sobre 
Sociedades en territorio común y en territorio foral, ya sea de forma individual o consolidada, el 
importe neto de la cifra de negocios se determinará tomando en consideración las personas, 
entidades y grupos que hayan declarado en territorio común y los que lo hayan hecho en territorio 
foral.”.

 

Justificación

Se considera que, entre las personas o entidades obligadas al pago de la prestación, se deberían 
incluir aquellas que desarrollen en España actividades de producción de crudo de petróleo o gas 
natural, minería de carbón o refino de petróleo, de manera que el gravamen esté más alineado con 
el Reglamento del Consejo UE 2022/1854, de 6 de octubre de 2022, relativo a una intervención de 
emergencia para hacer frente a los elevados precios de la energía.



Nº Borrador de Enmienda: 8. Artículo 2

Expediente: 122/000247 Nº Borrador de Enmienda: 8

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se modifica:

Artículo 2

Texto que se propone

Se modifica el apartado 10 del artículo 2, que queda redactado como sigue:

“10. El rendimiento de la prestación se ingresará en el Tesoro Público y se destinará a financiar 
medidas para hacer frente al incremento coyuntural de los gastos derivados de las políticas 
dirigidas a mitigar el impacto en los precios producido por la invasión de Ucrania por Rusia.”.

 

Justificación

La invasión rusa de Ucrania, unida a diversos factores exógenos, han favorecido un incremento de 
precios de determinados productos que genera enormes dificultades en nuestras economías 
domésticas y sectores económicos.

Así, los poderes públicos, como garantes de los valores constitucionales, deben articular una 
respuesta eficaz, eficiente y contundente para hacer frente a los efectos nocivos que la escalada de 
precios está generando en toda la ciudadanía, especialmente a los más vulnerables.

En este sentido, se recuerda que España se constituye como un «Estado social y democrático de 
Derecho» (artículo 1.1 de la Constitución) que proclama su voluntad de promover el progreso de la 
economía para asegurar a todos una digna calidad de vida (Preámbulo constitucional).

Así, esta Proposición de Ley se presentó en el contexto del denominado “pacto de rentas”.

La modificación propuesta identifica los fines que se pretenden conseguir con el gravamen temporal 
de entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito.

Dichos fines van dirigidos a financiar medidas para hacer frente al incremento coyuntural de los 
gastos derivados de las políticas dirigidas a mitigar el impacto en los precios producido por la 



invasión de Ucrania por Rusia.



Nº Borrador de Enmienda: 12. Artículo 2

Expediente: 122/000247 Nº Borrador de Enmienda: 12

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se modifica:

Artículo 2

Texto que se propone

Se modifica el apartado 1 del artículo 2, que queda redactado de la siguiente forma:

 

«1. Las entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito cuya suma de ingresos por 
intereses y comisiones, determinada de acuerdo con su normativa contable de aplicación, 
correspondiente al año 2019 sea igual o superior a 800 millones de euros, deberán satisfacer 
durante los años 2023 y 2024 el gravamen temporal regulado en la presente disposición.

Asimismo, deberán satisfacer el gravamen a que se refiere el párrafo anterior las entidades 
de crédito sujetas a supervisión directa por el Banco Central Europeo en fecha 1 de enero de 
2023, así como las sucursales establecidas territorio español de entidades de crédito 
extranjeras sujetas a supervisión directa por el Banco Central Europeo en la citada fecha, 
cualquiera que sea la suma de sus ingresos por intereses y comisiones.

Cuando las entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito formen parte de un grupo 
fiscal que tribute en el régimen de consolidación fiscal en el Impuesto sobre Sociedades, deberá 
satisfacer el gravamen temporal la entidad que sea representante de dicho grupo fiscal, de acuerdo 
con la normativa del Impuesto que resulte de aplicación, determinándose la suma de ingresos por 
intereses y comisiones por referencia a dicho grupo.

Cuando las entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito formen parte de un grupo 
mercantil y deban presentar las declaraciones del Impuesto sobre Sociedades en territorio común y 
en territorio foral, ya sea de forma individual o consolidada, la suma de los intereses y comisiones 
deberá computarse tomando en consideración las entidades y grupos que hayan declarado en 
territorio común y los que lo hayan hecho en territorio foral, siendo el obligado al pago de la totalidad 
del gravamen temporal la entidad que haya declarado de acuerdo con la Ley 27/2014, de 27 de 
noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, o la que, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 



del artículo 56 de dicha Ley, sea la representante del grupo fiscal que declare de acuerdo con dicha 
norma.»

Justificación

Añadir como criterio de sujeción al gravamen que las entidades de crédito estén sujetas a la 
supervisión directa por el Banco Central Europeo, incluyendo a las sucursales de establecidas en 
España de entidades de crédito extranjeras.

De esta forma el gravamen se extiende a todas aquellas entidades radicadas en España que, por su 
tamaño, importancia económica u otras características quedan bajo la supervisión directa del Banco 
Central Europeo, todo ello con la finalidad de no alterar la competencia en el mercado, favoreciendo 
la igualdad de condiciones.



Nº Borrador de Enmienda: 15. Disposición final primera

Expediente: 122/000247 Nº Borrador de Enmienda: 15

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se modifica:

Disposición final primera

Texto que se propone

Se añade una Disposición adicional nueva y se modifica la Disposición final primera y la Disposición 
final segunda, en los siguientes términos

 

"Disposición adicional NUEVA. Modificación del texto refundido de la Ley de garantías y uso 
racional de los medicamentos y productos sanitarios, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2015, de 24 de julio.

Se da nueva redacción al título XI Tasas del texto refundido de la Ley de garantías y uso 
racional de los medicamentos y productos sanitarios, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2015, de 24 de julio, que será la siguiente:

“TÍTULO XI. Tasas

 

Artículo 119. Creación, normativa y ámbito territorial

1. Se crea la tasa por prestación de servicios y realización de actividades de la 
Administración General del Estado en materia de medicamentos, productos, productos 
cosméticos y productos de cuidado personal.

2. El tributo regulado en este título se regirá por lo establecido en esta ley, en su defecto, por 
la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, y disposiciones reglamentarias de 
desarrollo.

3. Dicha tasa será de aplicación en todo el territorio nacional de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 124, y sin perjuicio de las facultades que correspondan a las comunidades 



autónomas.

 

Artículo 120. Hecho imponible

Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación o realización, por los órganos 
competentes de la Administración General del Estado, de los servicios o actividades a que se 
refiere el artículo 123 relativas a medicamentos legalmente reconocidos, productos 
sanitarios, productos cosméticos y productos de cuidado personal, laboratorios 
farmacéuticos y entidades de distribución.

 

Artículo 121. Exenciones

1. Estarán exentas las prestaciones de servicios o realización de actividades relativas a la 
fabricación de «medicamentos sin interés comercial» a que se refiere el artículo 3.3.

2. Estarán exentos los servicios y actividades por modificaciones en el material de 
acondicionamiento que tengan como objeto hacer efectiva la impresión en lenguaje braille, 
de acuerdo con lo previsto en los artículos 15.5 y 31.5.

3. Estarán exentos del pago de la tasa correspondiente los servicios y actividades relativas a 
medicamentos de terapia avanzada que no vayan destinados a la comercialización realizados 
por entidades de naturaleza pública integradas en el Sistema Nacional de Salud, así como los 
servicios de asesorías científicas y estudios clínicos que no vayan a ser destinados a la 
realización de actividades con ánimo de lucro.

4. Estarán exentas parcialmente del pago de la tasa correspondiente las modificaciones de 
autorizaciones y/o registros concedidas por la Agencia Española de Medicamentos y 
Productos Sanitarios cuando deriven necesariamente de la aprobación, por norma 
reglamentaria, de una nueva regulación general. La tasa se reducirá en un noventa y cinco 
por ciento de la cuantía establecida en cada caso.

5. Estarán exentos parcialmente del pago de la tasa correspondiente los titulares que 
presenten nuevas solicitudes de autorización y/o registro o sus modificaciones cuando, por 
razones de interés sanitario, la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios o 
la Comisión Europea inste su autorización y/o registro o modificación. La tasa se reducirá en 
un noventa y cinco por ciento de la cuantía establecida en cada caso.

6º. Se aplicará a los medicamentos veterinarios destinados exclusivamente a mercados 
limitados y a las especies incluidas en los apartados c y d del artículo 39.1 del Reglamento 
(UE) nº 2019/6 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018, sobre 
medicamentos veterinarios y por el que se deroga la Directiva 2001/82/CE, una exención del 



setenta por ciento de las tasas correspondientes a las autorizaciones de comercialización, 
modificaciones de la autorización de comercialización que exijan evaluación, asesoramientos 
científicos, productos en fase de investigación clínica veterinaria, ensayos clínicos 
veterinarios, estudios pos autorización, certificados de liberación oficial de lote según los 
artículos 127 y 128 del Reglamento (UE) nº 2019/6 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
11 de diciembre de 2018, mantenimiento en el mercado de medicamentos veterinarios 
autorizados por procedimiento nacional, de reconocimiento mutuo o descentralizado, así 
como a los procedimientos de reexamen y de armonización de los resúmenes de las 
características de los medicamentos veterinarios que establece el Reglamento (UE) nº 2019/6 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018. La exención prevista en 
este apartado no se aplicará al procedimiento de transmisión de titularidad.

7. Estarán exentos de pago de tasas los estudios clínicos que se correspondan con la 
definición de «investigación clínica sin ánimo comercial conforme al artículo 2.2.e) del Real 
Decreto 1090/2015, de 4 de diciembre, por el que se regulan los ensayos clínicos con 
medicamentos, los Comités de Ética de la Investigación con medicamentos y el Registro 
Español de Estudios Clínicos.

 

Artículo 122. Sujeto pasivo

Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas que soliciten la prestación 
de los servicios o la realización de las actividades que constituyen el hecho imponible.

 

Artículo 123. Cuantía y particularidades que afectan al cálculo de la tasa.

1.Cuantía

GRUPO I. MEDICAMENTOS DE USO HUMANO

Epígrafe Descripción Importe

1.1 Autorización e inscripción en el registro de un expediente completo. 17.073,00

1.2 Autorización e inscripción en el registro de un expediente abreviado. 8.736,33

1.3 Autorización e inscripción en el registro de un expediente simplificado. 1.131,59



1.4
Transmisión de la titularidad de la autorización de un medicamento de 
uso humano, o por modificación del representante del titular.

436,94

1.5
Modificación de la autorización de un medicamento de uso humano, 
calificada como de "importancia mayor" Tipo II.

3.509,06

1.6
Modificación de la autorización de un medicamento de uso humano, 
calificada como Tipo IB.

2.008,86

1.7
Modificación de la autorización un medicamento autorizado como 
expediente simplificado.

331,09

1.8
Mantenimiento inicial de medicamentos autorizados por dosier 
completo.

1.711,71

1.9
Tasa anual simple de mantenimiento de medicamentos autorizados por 
dosier abreviado o medicamentos autorizados por dosier completo 
cuando la autorización excede de los 10 años.

855,85

1.10
Tasa anual simple de mantenimiento de medicamentos autorizados por 
dosier simplificado.

171,17

1.11
Autorización para la «importación paralela» de un medicamento de uso 
humano.

531,87

1.12
Modificación de la autorización para la «importación paralela» de un 
medicamento de uso humano.

265,93

1.13
Expedición de certificado europeo o nacional de liberación de lote para 
vacuna o hemoderivado de uso humano.

1.335,97

1.14
Reconocimiento de certificado de liberación de lote y autorización de 
puesta en el mercado nacional de lote de vacunas o hemoderivados.

84,76



1.15
Reconocimiento de certificado de liberación de lote y autorización de 
puesta en el mercado nacional de lote de vacunas o hemoderivados 
(entre 6 y 10 liberaciones año).

423,78

1.16
Reconocimiento de certificado de liberación de lote y autorización de 
puesta en el mercado nacional de lote de vacunas o hemoderivados 
(entre 11 y 40 liberaciones año).

1.271,35

1.17
Reconocimiento de certificado de liberación de lote y autorización de 
puesta en el mercado nacional de lote de vacunas o hemoderivados 
(entre 41 y 160 liberaciones año).

2.966,47

1.18
Reconocimiento de certificado de liberación de lote y autorización de 
puesta en el mercado nacional de lote de vacunas o hemoderivados (> 
160 liberaciones año).

4.237,82

1.19
Expedición de certificado europeo o nacional de liberación de lote para 
granel de vacuna o para mezcla de plasmas.

534,39

1.20
Autorizaciones de exportación, a países intracomunitarios y terceros 
países, de medicamentos estupefacientes y psicótropos.

97,97

1.21 Graneles de alérgenos. 877,27

1.22
Reserva de una vacante para actuar España como Estado miembro de 
referencia en un procedimiento descentralizado, reconocimiento mutuo 
o uso repetido.

853,65

 

GRUPO II. INVESTIGACIÓN CLÍNICA

Epígrafe Descripción Importe



2.1
Evaluación de ensayo clínico de medicamentos de uso humano no autorizado 
en la UE.

5.741,27

2.2
Evaluación de ensayo clínico de medicamentos de uso humano autorizado en la 
UE.

3.611,07

2.3 Modificación substancial de ensayo clínico de medicamentos de uso Humano. 1.764,71

2.4
Procedimiento de calificación como medicamento en fase de investigación 
clínica (MIV) de un medicamento veterinario no autorizado en España.

669,42

2.5 Autorización de un ensayo clínico veterinario (ECV). 502,07

2.6 Autorización de un Estudio veterinario posautorización (EPA). 502,07

2.7 Modificación de un MIV/ECV/EPA. 200,83

 

GRUPO III. LABORATORIOS FARMACÉUTICOS, FABRICANTES, IMPORTADORES O 
DISTRIBUIDORES DE PRINCIPIOS ACTIVOS Y OTRAS ENTIDADES QUE DESARROLLEN 
ACTIVIDADES CON MEDICAMENTOS O PRINCIPIOS ACTIVOS

Epígrafe Descripción Importe

3.1
Procedimiento de autorización de apertura de un laboratorio 
farmacéutico.

9.418,23

3.2
Autorización apertura laboratorio farmacéutico por transmisión de 
titularidad sin que su evaluación conlleve visita de inspección.

468,32

3.3
Procedimiento de modificación de la autorización de un laboratorio 
farmacéutico por cambios menores en la misma.

187,33



3.4

Procedimiento de modificación de la autorización de un laboratorio 
farmacéutico por cambios mayores en la misma o modificación del 
registro de empresas fabricantes, importadoras o distribuidoras de 
principios activos, cuando las actuaciones inspectoras no incluyan visita 
de inspección.

5.838,26

3.5

Procedimiento de modificación de la autorización de un laboratorio 
farmacéutico por cambios mayores en la misma, o modificación del 
registro de empresas fabricantes, importadoras o distribuidoras de 
principios activos, cuando las actuaciones inspectoras incluyan visita de 
inspección.

8.279,15

3.6
Actuaciones inspectoras individualizadas, salvo en los supuestos de 
denuncia o a petición de una asociación de usuarios o consumidores 
representativa, en el ámbito nacional.

9.137,23

3.7
Actuaciones inspectoras individualizadas, salvo en los supuestos de 
denuncia o a petición de una asociación de usuarios o consumidores 
representativa, en terceros países.

20.772,11

3.8
Autorización de fabricación de medicamentos aprobados en otros países 
y no registrados en España.

468,32

3.9
Autorización de fabricación excepcional por terceros de medicamentos 
de uso humano y/o veterinario.

383,08

3.10
Autorización o modificación por cambios mayores y/o certificación de 
almacenes de medicamentos bajo control o vigilancia aduanera.

2.258,30

3.11
Modificación por cambios menores de la autorización de almacenes de 
medicamentos bajo control o vigilancia aduanera.

187,33

3.12
Autorización de cultivos de plantas que puedan destinarse a la 
fabricación de medicamentos estupefacientes y psicótropos.

2.449,36



3.13
Inscripción inicial, notificación de modificaciones preceptivas o 
actualización anual del registro de empresas fabricantes, importadoras o 
distribuidoras de principios activos.

468,32

3.14
Inscripción en el registro de personas dedicadas a la intermediación en la 
distribución de medicamentos de uso humano o modificación de la 
inscripción.

468,32

 

GRUPO IV. CERTIFICACIONES E INFORMES

Epígrafe Descripción Importe

4.1 Expedición de una certificación a petición de parte. 153,79

4.2
Asesoría científica/regulatoria nacional para medicamentos de uso humano 
que incluya una cuestión específica. Asesoría Sencilla.

1.347,75

4.3
Asesoría científica/regulatoria nacional para medicamentos de uso humano 
que incluya múltiples cuestiones. Asesoría Compleja.

6.738,76

4.4
Asesoría científica/regulatoria nacional para medicamentos de uso humano 
genéricos.

3.369,38

4.5
Asesoría científica/regulatoria nacional de seguimiento de las anteriores 
(dentro del mismo año de la asesoría inicial).

2.021,63

4.6 Asesoría científica/regulatoria relativa a medicamentos veterinarios. 757,93

4.7
Asesoría científica/técnica sobre el diseño de instalaciones y procesos de 
fabricación de acuerdo con las normas de correcta fabricación.

2.716,65



4.8
Asesoría científica/técnica sobre la solicitud de autorización de cultivo de 
plantas que puedan destinarse a la fabricación de medicamentos 
estupefacientes y psicótropos.

1.102,21

4.9
Asesoría científica/técnica sobre autorizaciones, instalaciones y procesos de 
fabricación o importación de repelentes o desinfectantes de uso clínico y 
personal y sobre autorizaciones de productos de cuidado personal.

568,10

 

GRUPO V PRODUCTOS SANITARIOS, COSMÉTICOS Y PRODUCTOS DE CUIDADO PERSONAL

Epígrafe Descripción Importe

5.1 Registro y comunicación de productos sanitarios. 99,71

5.2

Procedimiento de registro y autorización individualizada o revalidación de 
productos de cuidado personal, biocidas para la higiene humana, 
desinfectantes de superficies de ámbito sanitario y repelentes de insectos 
de uso humano.

918,95

5.3
Procedimiento de modificación del registro de productos de cuidado 
personal, biocidas para la higiene humana, desinfectantes de superficies 
de ámbito sanitario, y repelentes de insectos de uso humano.

367,58

5.4

Procedimiento de expedición de una certificación (en certificaciones de 
productos cosméticos, productos de cuidado personal y productos 
biocidas para la higiene humana, desinfectantes de superficies de ámbito 
sanitario y repelentes de insectos de uso humano, hasta un máximo de 25 
productos por certificación) y procedimiento de expedición de certificados 
de conformidad con las buenas prácticas de fabricación de productos 
cosméticos.

173,04

Procedimiento de comprobación y control de la declaración responsable 
de la actividad de fabricación de productos cosméticos y de cuidado 

5.5 932,46



personal.

5.6
Procedimiento de comprobación y control de la declaración responsable 
de actividades de importación de productos cosméticos y de cuidado 
personal.

466,23

5.7
Procedimiento de comprobación y control de la declaración responsable 
de modificaciones sustanciales de las actividades de fabricación de 
productos cosméticos y de cuidado personal.

466,23

5.8
Procedimiento de comprobación y control de la declaración responsable 
de modificaciones sustanciales de las actividades de importación de 
productos cosméticos y de cuidado personal.

279,74

5.9
Actuaciones inspectoras individualizadas para la comprobación de la 
declaración responsable de actividades de fabricación de cosméticos y 
productos de cuidado personal.

837,18

5.10
Actuaciones inspectoras individualizadas para la comprobación de la 
declaración responsable de actividades de importación de cosméticos y 
productos de cuidado personal.

418,59

5.11
Licencia previa de funcionamiento de establecimientos de fabricación de 
biocidas para la higiene humana, desinfectantes de superficies de ámbito 
sanitario, y repelentes de insectos de uso humano.

1.205,95

5.12
Licencia previa de funcionamiento de establecimientos de importación y/o 
almacenamiento de biocidas para la higiene humana, desinfectantes de 
superficies de ámbito sanitario, y repelentes de insectos de uso humano.

602,98

5.13

Modificación o revalidación de licencia previa de funcionamiento de 
establecimientos de fabricación de biocidas para la higiene humana, 
desinfectantes de superficies de ámbito sanitario, y repelentes de insectos 
de uso humano en lo referente a su emplazamiento.

1.205,95



5.14

Modificación o revalidación de licencia previa de funcionamiento de 
establecimiento de importación y/o almacenamiento de biocidas para la 
higiene humana, desinfectantes de superficies de ámbito sanitario, y 
repelentes de insectos de uso humano en lo referente a su emplazamiento.

602,98

5.15
Modificación menor de la licencia previa de funcionamiento de 
establecimientos de biocidas para la higiene humana, desinfectantes de 
superficies de ámbito sanitario, y repelentes de insectos de uso humano.

301,49

5.16
Actuaciones inspectoras individualizadas para la comprobación de las 
buenas prácticas de fabricación de productos cosméticos.

837,18

5.17
Licencia previa de funcionamiento de establecimientos de fabricación, 
esterilización y reprocesamiento de productos sanitarios.

983,85

5.18
Licencia previa de funcionamiento de establecimientos de importación y 
agrupación de productos sanitarios.

491,92

5.19
Modificación o revalidación de licencia previa de funcionamiento de 
establecimientos de fabricación, esterilización y reprocesamiento de 
productos sanitarios.

983,85

5.20
Modificación o revalidación de licencia previa de funcionamiento de 
establecimiento de importación o agrupación de productos sanitarios.

491,92

5.21
Modificación menor de la licencia previa de funcionamiento de 
establecimientos de productos sanitarios.

245,96

5.22
Autorización de investigaciones clínicas de productos sanitarios y 
estudios de evaluación de funcionamiento de productos sanitarios para 
diagnóstico in vitro.

1.553,51

5.23
Autorización de modificación sustancial de una investigación clínica de 
productos sanitarios y de estudios de evaluación de funcionamiento de 
productos sanitarios para diagnóstico in vitro.

543,73



5.24
Autorización de importación de materias primas de origen humano para la 
fabricación de productos sanitarios para diagnóstico in vitro.

87,40

5.25
Tasa anual de mantenimiento de la información de los productos 
comunicados al registro de comercialización.

59,83

5.26
Consulta de análisis de la clasificación y cualificación de productos 
sanitarios.

211,61

 

GRUPO VI MEDICAMENTOS VETERINARIOS

Epígrafe Descripción Importe

6.1

Solicitud de autorización de comercialización de un medicamento veterinario, 
excepto para las solicitudes contempladas en el artículo 18 del Reglamento 
(UE) nº 2019/6 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 
2018.

15.573,55

6.2
Solicitud de autorización de comercialización de un medicamento veterinario 
contempladas en el artículo 18 del Reglamento (UE) nº 2019/6 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018.

6.478,35

6.3 Solicitud de registro simplificado especial de un medicamento veterinario. 1.172,82

6.4 Procedimiento de transmisión de la titularidad de un medicamento veterinario. 395,30

6.5
Procedimiento de modificación que exige evaluación de la autorización de un 
medicamento veterinario.

4.962,48

6.6
Procedimiento de modificación que exige evaluación para el procedimiento 
simplificado especial y para el comercio paralelo.

566,47



6.7
Procedimiento de autorización para el comercio paralelo de un medicamento 
veterinario.

1.385,15

6.8 Tasa anual de mantenimiento de un medicamento veterinario autorizado. 764,26

6.9
Tasa anual de mantenimiento de un medicamento veterinario registrado por 
procedimiento simplificado especial y autorizado para comercio paralelo.

152,85

6.10
Expedición de certificado europeo liberación oficial de lote para medicamentos 
inmunológicos veterinarios según el artículo 128.1 del Reglamento (UE) nº 
2019/6 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018.

422,47

6.11
Expedición de certificado europeo liberación oficial de lote para medicamentos 
inmunológicos veterinarios según el artículo 128.3 del Reglamento (UE) nº 
2019/6 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018.

1335,97

6.12
Reserva de una vacante para actuar España como Estado miembro de 
referencia en un procedimiento descentralizado, de reconocimiento mutuo y de 
reconocimiento posterior.

414,88

 

2. A los efectos del apartado anterior, se entenderá por extensión de línea la segunda y 
sucesivas solicitudes de autorización e inscripción en el registro de otras formas 
farmacéuticas, vías de administración y concentración de un medicamento de uso humano ya 
autorizado e inscrito.

Constituirán una extensión de línea aquellas modificaciones que requieran la presentación de 
una nueva solicitud de autorización, de acuerdo con la norma europea que regula las 
modificaciones de autorización de medicamentos otorgadas por la autoridad competente de 
un Estado miembro.

La cuantía de la tasa de las extensiones de línea será del setenta por ciento de la primera 
autorización del medicamento de expediente completo.

Lo dispuesto en los párrafos anteriores referentes a las extensiones de línea es aplicable 
también cuando el medicamento no está todavía autorizado y se presentan en paralelo 
extensiones de línea de una solicitud principal.



3. Se entenderá por expediente simplificado especial de un medicamento veterinario aquel 
cuya solicitud se corresponda con el artículo 5(6) del Reglamento (UE) nº 2019/6 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018, los medicamentos 
inmunológicos alérgenos para diagnóstico in vivo, inmunoterapia y graneles, los 
medicamentos homeopáticos sin indicación terapéutica y los medicamentos tradicionales a 
base de plantas.

4. Se entenderá por expediente simplificado especial de un medicamento de uso humano 
aquel cuya solicitud que se corresponda con medicamentos tradicionales a base de plantas, 
medicamentos homeopáticos que cumplan con los criterios que se recogen en el artículo 56 
del Real Decreto 1345/2007, de 11 de octubre, por el que se regula el procedimiento de 
autorización, registro y condiciones de dispensación de los medicamentos de uso humano 
fabricados industrialmente y medicamentos alérgenos para diagnóstico in vivo de uso 
humano.

Se entenderá por expediente abreviado de un medicamento de uso humano aquel cuya 
solicitud se corresponda con los artículos 10.1 (genérico), 10.3 (híbrido) o 10.4 (biosimilar) de 
la Directiva 2001/83/CE.

Se entenderá por expediente completo de un medicamento de uso humano aquel cuya 
solicitud se corresponda con los artículos 8.3 (innovador y mixto), 10.a (bibliográfico), 10.b 
(nuevas asociaciones de principios activos autorizados) o 10.c (consentimiento informado) 
de la Directiva 2001/83/CE.

5. Cuando la evaluación y control de un medicamento o producto sanitario requiera 
actuaciones en el extranjero, los costes excepcionales, los gastos de desplazamiento, las 
estancias y los ensayos se liquidarán sobre su coste real. Las correspondientes tasas se 
liquidarán sobre el coste real del servicio en que consiste el supuesto que determina su 
exigencia.

6. Las armonizaciones de los resúmenes de las características de los medicamentos 
veterinarios como consecuencia de la aplicación del artículo 69 del Reglamento (UE) nº 
2019/6 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018, devengarán la tasa 
correspondiente a un procedimiento de modificación que exige evaluación de la autorización 
de un medicamento veterinario, con una reducción del setenta por ciento de la cuantía. 
Cuando España actúe como Estado miembro de referencia esta cuantía reducida se 
incrementará en un veinticinco por ciento.

7. Modificaciones de la autorización:

a) Cuando una modificación afecte a distintos medicamentos del mismo titular y conlleve una 
única evaluación científica, la segunda y siguientes tendrán una reducción del 70% de la tasa 
devengada siempre que se presenten en la misma solicitud.



b) Cuando se soliciten varias modificaciones de medicamento de uso humano que afecten al 
mismo medicamento o distintos medicamentos del mismo titular, se presentará una única 
solicitud acorde al Reglamento (CE) nº 1234/2008 de la Comisión, de 24 de noviembre de 
2008, relativo al examen de las modificaciones de los términos de las autorizaciones de 
comercialización de medicamentos para uso humano y medicamentos veterinarios y se 
exigirá una tasa por cada una de las modificaciones solicitadas.

c) Cuando se soliciten varias modificaciones de medicamentos veterinarios que afecten al 
mismo medicamento o distintos medicamentos del mismo titular, se presentará una única 
solicitud y se exigirá una tasa por cada una de las modificaciones solicitadas.

d) Cuando se soliciten distintas modificaciones de un medicamento, el importe total de las 
mismas no podrá ser superior a la tasa prevista para el procedimiento de autorización y/o 
inscripción en el Registro del tipo de medicamento de que se trate.

8. En los procedimientos descentralizados de autorización e inscripción en el Registro, así 
como en todas aquellas modificaciones para los medicamentos de uso humano o veterinario 
en los que España actúe como Estado miembro de referencia, la cuantía de las tasas se 
incrementará en un veinticinco por ciento sobre el valor de las tasas correspondientes.

En los procedimientos de reconocimiento mutuo para la autorización e inscripción en el 
Registro de medicamentos de uso humano o veterinarios y en los procedimientos de 
reconocimiento posterior de los medicamentos veterinarios y uso repetido de medicamentos 
de uso humano en los que España actúe como Estado miembro de referencia, se abonará 
una tercera parte de la tasa correspondiente.

9. La tasa por la reserva de una vacante para actuar España como Estado miembro de 
referencia en un procedimiento descentralizado, reconocimiento mutuo o uso repetido, que 
será de aplicación a cualquier medicamento de uso humano, incluidos los medicamentos 
especiales, será descontada del importe total que proceda abonar en el caso de que el 
interesado presente una solicitud relativa a un procedimiento descentralizado o de 
reconocimiento mutuo, actuando España como Estado miembro de referencia.

Asimismo, la tasa por la reserva de una vacante para actuar España como Estado miembro 
de referencia en un procedimiento descentralizado, de reconocimiento mutuo o de 
reconocimiento posterior, que será de aplicación a cualquier medicamento veterinario, será 
descontada del importe total que proceda abonar en el caso de que el interesado presente 
una solicitud relativa a un procedimiento descentralizado o de reconocimiento mutuo, 
actuando España como Estado miembro de referencia.

10. Los procedimientos de reexamen de los medicamentos veterinarios, en aplicación de los 
artículos 50 y 66 del Reglamento (UE) nº 2019/6 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 
de diciembre de 2018, en los que la Agencia Española de Medicamentos y Productos 
Sanitarios actúe como autoridad competente acordada, no habiendo actuado durante los 



procedimientos como Estado miembro de referencia, devengarán la tasa correspondiente a 
un procedimiento de modificación que exige evaluación de la autorización de un 
medicamento veterinario.

Los procedimientos de reexamen de los medicamentos veterinarios, en aplicación de los 
artículos 24 y 27 del Reglamento (UE) nº 2019/6 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 
de diciembre de 2018, devengarán la tasa correspondiente a un procedimiento de 
modificación que exige evaluación de la autorización de un medicamento veterinario.

11. En el caso de las tasas correspondientes al epígrafe 2.3, cuando la modificación se refiera 
únicamente a aspectos de la calidad o etiquetado de un medicamento en investigación o un 
medicamento auxiliar o afecte a normas de correcta fabricación, se aplicará la reducción del 
importe correspondiente al Comité de Ética de la Investigación con medicamentos (CEIm), 
siendo la tasa de 210,65€.

En los casos en los que la modificación sea únicamente de la parte II del informe de 
evaluación, según lo dispuesto en el artículo 20 del Real Decreto 1090/2015, de 4 de 
diciembre, se aplicará la reducción del importe correspondiente a la AEMPS, siendo la tasa 
de 1.554,06€.

12. Cuando en la solicitud de evaluación de un ensayo clínico inicial con medicamentos de 
uso humano únicamente se presente documentación de la parte I del informe de evaluación, 
según lo dispuesto en el artículo 20 del Real Decreto 1090/2015, de 4 de diciembre, se deberá 
abonar la tasa completa. El promotor deberá hacer referencia a dicho pago al presentar los 
documentos de la parte II del informe de evaluación, indicándolo en la carta de presentación.

13. En el caso de las tasas correspondientes a los epígrafes 2.1, 2.2 y 2.3, el pago será único 
e incluirá los costes de la evaluación correspondiente a la AEMPS y al CEIm, tal como se 
requiere en el artículo 87 del Reglamento (UE) nº 536/2014 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 16 de abril de 2014, sobre los ensayos clínicos de medicamentos de uso 
humano, y por el que se deroga la Directiva 2001/20/CE. De acuerdo con el artículo 33 del 
Real Decreto 1090/2015, de 4 de diciembre, las tasas serán abonadas a la AEMPS, quien 
abonará la cantidad correspondiente al CEIm de acuerdo con el Convenio Marco que será 
publicado en el BOE.

14. Las tasas correspondientes a los epígrafes 5.1 y 5.25 se calcularán en base a distintos 
tramos en función del número de identificadores de producto UDI (“UDI-DI”, según lo 
dispuesto en el artículo 27.1.a)i) del Reglamento (UE) 2017/745 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 5 de abril de 2017, sobre los productos sanitarios, por el que se modifican la 
Directiva 2001/83/CE, el Reglamento (CE) nº 178/2002 y el Reglamento (CE) nº 1223/2009 y por 
el que se derogan las Directivas 90/385/CEE y 93/42/CEE del Consejo) comercializados en 
España por el agente económico. Se abonarán al iniciar la comercialización del producto en 
España y deberán renovarse anualmente en función del número de UDI-DIs que siga 



comercializando el agente económico en España. Para dicho cálculo, en comunicaciones 
adicionales, se aplicarán las bonificaciones correspondientes al tramo en el que dicha 
comunicación se encuentre.

Los tramos en función del número de UDI-DIs serán los siguientes:

Número de UDI-DIs Bonificación

De 2 a 9 comunicaciones 8%

De 10 a 19 comunicaciones 16%

De 20 a 29 comunicaciones 20%

De 30 a 99 comunicaciones 24%

De 100 a 150 comunicaciones28%

Más de 150 comunicaciones 100%

 

15. La cuantía de las tasas por los servicios y actividades de la Administración General del 
Estado en materia de medicamentos, productos sanitarios, productos cosméticos y 
productos de cuidado personal, de acuerdo con lo previsto en la Ley 8/1989, de 13 de abril, 
podrá modificarse a través de la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

 

Artículo 124. Devengo

La tasa se devengará cuando la solicitud, que inicia el expediente, tenga entrada en la 
Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios o en el Ministerio de Sanidad, 
según su respectiva competencia, momento en el cual se tendrá por iniciada la prestación del 
servicio o la realización de la actividad administrativa de que se trate.

No se tramitará solicitud alguna que no vaya acompañada del justificante de pago de la tasa 
que corresponda.

Las tasas correspondientes a las actividades o servicios de prestación periódica se 



devengarán en el momento de la notificación al interesado de la liquidación correspondiente.

 

Artículo 125. Pago

1. El pago de la tasa deberá efectuarse conforme a lo establecido en la Ley 8/1989, de 13 de 
abril, la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y demás normas de desarrollo.

El pago de las tasas contempladas en esta ley se realizará, por vía o medio electrónico, 
conforme a lo previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

2. En el caso de autoliquidaciones de tasas practicadas por el sujeto pasivo, las solicitudes 
se presentarán como máximo, en un plazo de un mes desde que se realizó el pago. En el caso 
de liquidaciones de tasas practicadas por la Administración General del Estado en materia de 
medicamentos, productos sanitarios, productos cosméticos y productos de cuidado 
personal, el pago se realizará como máximo en 20 días desde la notificación de la liquidación 
al interesado.

3. La gestión recaudatoria de las tasas reguladas en esta ley corresponde, en vía voluntaria, 
al Ministerio de Sanidad y a la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios, 
según su respectiva competencia.

4. La Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios podrá utilizar, para obtener 
la efectividad de sus débitos con naturaleza de derecho público, el procedimiento 
administrativo de apremio, siempre que dichos débitos se encuentren en periodo ejecutivo. 
La Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios podrá convenir con la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria la gestión recaudatoria de sus ingresos de derecho 
público en la forma prevista por el Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real 
Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de 
Recaudación.

 

Artículo 126. Supuestos de devolución de tasas.

1. Procederá la devolución de ingresos por tasas en los supuestos contemplados en el 
artículo 221 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre.

El procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución de ingresos indebidos 
se iniciará de oficio o a instancia del interesado, entre otros, en los siguientes supuestos:

a) Cuando se haya producido una duplicidad en el pago de tasas.



b) Cuando la cantidad pagada haya sido superior al importe a ingresar resultante de un acto 
de autoliquidación o de liquidación.

2. Cuando, abonada la tasa, el sujeto pasivo no presente la solicitud de la prestación del 
servicio o realización de actividad correspondiente dentro del plazo otorgado en el artículo 
125.3, siempre que sea por causa no imputable al sujeto pasivo acreditada de forma 
fehaciente, la devolución será del importe total abonado.

Cuando el sujeto pasivo desista de la solicitud, siempre que sea por causa no imputable al 
sujeto pasivo acreditada de forma fehaciente, la devolución será de un setenta por ciento de 
su cuantía.

3. Cuando, en los procedimientos de autorización y/o inscripción en el registro de un 
medicamento de uso humano o un medicamento veterinario y de modificación de la 
autorización y/o inscripción, la solicitud presentada sea rechazada en la fase de validación, o 
bien la Administración no pueda tramitar el procedimiento correspondiente, o bien el 
interesado desista del procedimiento, se procederá a la devolución de un setenta por ciento 
de la cuantía total de la tasa. Este procedimiento se iniciará de oficio por la Agencia Española 
de Medicamentos y Productos Sanitarios.

A los efectos de lo establecido en la presente ley, se entiende por validación la acción de 
carácter administrativo desarrollada con el propósito de verificar que la solicitud reúne todos 
los requisitos necesarios para realizar la prestación del servicio o de la actividad 
administrativa.

4. Las autoliquidaciones presentadas por los sujetos pasivos podrán ser objeto de 
verificación y comprobación por la Agencia Española del Medicamento y Productos sanitario, 
que practicará, en su caso, la liquidación que proceda y devolverá el importe de la 
autoliquidación presentada y abonada por el sujeto pasivo.”

 

Se modifica la disposición final primera, en los siguientes términos:

"Disposición final primera. Títulos competenciales. La presente ley se dicta al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.1. 1.ª, 11.ª, 13.ª, 14.ª y 25.ª de la Constitución Española, que atribuyen 
al Estado la competencia en materia de regulación de las condiciones básicas que garanticen la 
igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; bases de la ordenación de crédito y banca; bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica; Hacienda general y Deuda del Estado y bases del régimen 
minero y energético.

La disposición adicional NUEVA se dicta al amparo del artículo 149.1.16.ª de la Constitución 
que atribuye al Estado la competencia en materia de legislación sobre productos 



farmacéuticos."

 

Se modifica la disposición final segunda, con la siguiente redacción:

"Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

La disposición adicional NUEVA entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el 
“Boletín Oficial del Estado”."

 

Justificación

El Tribunal de Cuentas, en su Informe nº 1.407, de fiscalización de los principales Ingresos 
percibidos y gestionados por la Agencia española de medicamentos y Productos sanitarios 
(AEMPS) en el ejercicio 2018, recomienda a la AEMPS que inste la modificación normativa 
reguladora de la tasa por prestación de servicios y realización de actividades de la Administración 
General del Estado en materia de medicamentos, productos sanitarios, productos cosméticos y 
productos de cuidado personal, con el fin de que se adecúen los hechos imponibles y sus cuantías a 
su gestión actual, la definición precisa de los hechos imponibles y de las reducciones y exenciones 
aplicables; y la revisión de las cuantías de los diferentes epígrafes de la tasa de manera que se 
ajusten a cálculos actualizados y supervisados.

Esta recomendación pone de manifiesto la necesidad de actualizar el marco normativo que regula 
las tasas que percibe la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios, a fin de que 
dicho marco normativo se ajuste a la realidad actual.

En efecto, tras más de seis años desde la adopción del texto refundido de la Ley de garantías y uso 
racional de los medicamentos y productos sanitarios (LGURM), el desarrollo de los servicios y 
actividades de esta Agencia, junto con la evolución de la normativa europea en materia de 
medicamentos y productos sanitarios, ha originado que, en determinados supuestos, la realidad 
actual no se ajuste a los preceptos materiales que les sirven de cobertura.

Entre las normas de Derecho Europeo que justifican la reforma  en este ámbito cabe citar el 
Reglamento (UE) nº 2019/6 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2018, 
sobre medicamentos veterinarios, y por el que se deroga la Directiva 2001/82/CE, que regula el 
procedimiento de autorización, registro y farmacovigilancia de los medicamentos veterinarios 
fabricados industrialmente; el Reglamento (UE) nº 536/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 16 de abril de 2014, sobre los ensayos clínicos de medicamentos de uso humano; el Reglamento 
(UE) nº 2017/745 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2017, sobre los productos 



sanitarios, por el que se modifican la Directiva 2001/83/CE, el Reglamento (CE) nº 178/2002 y el 
Reglamento (CE) nº 1223/2009 y por el que se derogan las Directivas 90/385/CEE y 93/42/CEE del 
Consejo sobre productos sanitarios; así como el Reglamento (UE) nº 2017/746 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2017, sobre los productos sanitarios para diagnóstico in 
vitro y por el que se derogan la Directiva 98/79/CE y la Decisión 2010/227/UE de la Comisión.

Esta situación hace necesaria la remodelación del vigente sistema de tasas, con el fin de identificar 
todos los servicios y actividades prestados en los diferentes departamentos de la Agencia, 
integrantes del hecho imponible y susceptibles de devengar tasa; actualizar la cuantía de cada tasa, 
sobre la base de un análisis económico y financiero, según lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 
8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, y revisar los aspectos de gestión y 
procedimentales que resultan necesarios para actualizar el sistema de financiación a las actividades 
y servicios que se deben prestar al amparo del nuevo marco normativo.

En consecuencia, es necesario reformular el título XI del texto refundido de la Ley de garantías y 
uso racional de los medicamentos y productos sanitarios, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2015, de 24 de julio, con el fin de actualizar del sistema de financiación de las actividades y 
servicios que, en el ámbito de los medicamentos y productos sanitarios se prestan en régimen de 
Derecho público, mediante la actualización de la estructura e importe de las ya existentes, la 
creación de nuevas tasas adaptadas a la situación actual y la eliminación de las correspondientes a 
las actividades que se dejan de realizar.

Las memorias económicas adjuntas justifican los importes propuestos para las tasas.

El plazo de 6 meses para la entrada en vigor de la modificación es necesario para permitir la 
adaptación de los sistemas informáticos existentes para la solicitud de los de las actividades y 
servicios que presta la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios y el pago de las 
correspondientes tasas.



Nº Borrador de Enmienda: 1. Artículos nuevos

Expediente: 122/000247 Nº Borrador de Enmienda: 1

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se añade:

Artículos nuevos

Texto que se propone

Se añade un nuevo artículo, con la siguiente redacción:

"Artículo NUEVO. 

Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas.

Se crea el Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas, que se regirá por las 
siguientes disposiciones:

 

Uno. Naturaleza y objeto del Impuesto.

El Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas es un tributo de carácter 
directo, naturaleza personal y complementario del Impuesto sobre el Patrimonio que grava el 
patrimonio neto de las personas físicas de cuantía superior a 3.000.000 euros, en los 
términos previstos en este artículo.

A los efectos de este impuesto, constituirá el patrimonio neto de la persona física el conjunto 
de bienes y derechos de contenido económico de que sea titular, con deducción de las 
cargas y gravámenes que disminuyan su valor, así como de las deudas y obligaciones 
personales de las que deba responder.

 

Dos. Ámbito territorial.

1. El Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas se aplicará en todo el 
territorio español, sin perjuicio de los regímenes tributarios forales de Concierto y Convenio 



Económico vigentes en los Territorios Históricos del País Vasco y de la Comunidad Foral de 
Navarra, respectivamente, y de lo dispuesto en los Tratados o Convenios internacionales que 
hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno.

2. El impuesto no podrá ser objeto de cesión a las Comunidades Autónomas.

 

Tres. Hecho imponible.

Constituirá el hecho imponible del impuesto la titularidad por el sujeto pasivo en el momento 
del devengo de un patrimonio neto superior a 3.000.000 euros.

Se presumirá que forman parte del patrimonio los bienes y derechos que hubieran 
pertenecido al sujeto pasivo en el momento del anterior devengo, salvo prueba de 
transmisión o pérdida patrimonial.

 

Cuatro. Bienes y derechos exentos.

Estarán exentos de este impuesto los bienes y derechos exentos del Impuesto sobre el 
Patrimonio conforme a lo dispuesto en la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 
Patrimonio.

 

Cinco. Sujeto pasivo.

Son sujetos pasivos de este impuesto, y en los mismos términos, los que lo sean del 
Impuesto sobre el Patrimonio conforme a lo dispuesto en la Ley 19/1991, de 6 de junio, del 
Impuesto sobre el Patrimonio.

 

Seis. Representantes de los sujetos pasivos no residentes en España.

Los sujetos pasivos de este impuesto que no sean residentes en otro Estado miembro de la 
Unión Europea estarán obligados a nombrar, antes del fin del plazo de declaración del 
impuesto, una persona física o jurídica con residencia en España, para que les represente 
ante la Administración Tributaria en relación con sus obligaciones por este impuesto.

En el caso de Estados que formen parte del Espacio Económico Europeo que no sean Estado 
miembro de la Unión Europea, lo anterior no será de aplicación cuando exista normativa 
sobre asistencia mutua en materia de intercambio de información tributaria y de recaudación 
en los términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.



Igual obligación incumbirá a los sujetos pasivos residentes que se ausenten de España tras 
la realización del hecho imponible con destino a un tercer Estado que no sea Estado miembro 
de la Unión Europea ni del Espacio Económico Europeo con normativa sobre asistencia 
mutua en materia de intercambio de información tributaria y de recaudación y antes de haber 
presentado la declaración y autoliquidación del impuesto, salvo si su regreso se fuera a 
producir antes de la finalización del plazo reglamentario de presentación de aquellas.

La designación se comunicará a la oficina territorialmente competente para la presentación 
de la declaración, acompañando a la comunicación la expresa aceptación del representante.

 

Siete. Titularidad de los elementos patrimoniales.

Los bienes y derechos se atribuirán a los sujetos pasivos según las normas sobre titularidad 
jurídica aplicables en cada caso y en función de las pruebas aportadas por aquéllos o de las 
descubiertas por la Administración. A este respecto, resultarán de aplicación las reglas sobre 
titularidad de los elementos patrimoniales y sobre bienes o derechos adquiridos con precio 
aplazado o reserva de dominio establecidas en la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto 
sobre el Patrimonio.

 

Ocho. Base imponible.

1. Constituye la base imponible de este impuesto el valor del patrimonio neto del sujeto 
pasivo.

2. El patrimonio neto se determinará por diferencia entre el valor de los bienes y derechos de 
que sea titular el sujeto pasivo y las cargas y gravámenes de naturaleza real, cuando 
disminuyan el valor de los respectivos bienes o derechos, y las deudas u obligaciones 
personales de las que deba responder el sujeto pasivo.

3. Para la determinación de la base imponible de este impuesto resultarán aplicables las 
reglas contenidas en el capítulo IV de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 
Patrimonio.

 

Nueve. Base liquidable.

En el supuesto de obligación personal, la base imponible se reducirá, en concepto de mínimo 
exento, en 700.000 euros.

 



Diez. Devengo.

El Impuesto se devengará el 31 de diciembre de cada año y afectará al patrimonio neto del 
cual sea titular el sujeto pasivo en dicha fecha.

 

Once. Cuota íntegra.

La base liquidable del impuesto será gravada a los tipos de la siguiente escala:

Base liquidable

–

Hasta euros

 

Cuota

–

Euros

 

Resto Base liquidable

–

Hasta euros

 

Tipo aplicable

–

Porcentaje

 

0,00 0,00 3.000.000,00 0,00

3.000.000,00 0,00 2.347.998,03 1,7

5.347.998,03 39.915,97 5.347.998,03 2,1

10.695.996,06 152.223,93 En adelante 3,5

 

Doce. Límite de la cuota íntegra.

1. La cuota íntegra de este impuesto, conjuntamente con las cuotas del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y del Impuesto sobre el Patrimonio, no podrá exceder, para los 
sujetos pasivos sometidos al impuesto por obligación personal, del 60 por 100 de la suma de 
las bases imponibles del primero.

A estos efectos, resultarán aplicables las reglas sobre el límite de la cuota íntegra del 
Impuesto sobre el Patrimonio, establecidas en la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto 
sobre el Patrimonio, si bien, en el supuesto de que la suma de las cuotas de los tres 
impuestos supere el límite anterior, se reducirá la cuota de este impuesto hasta alcanzar el 
límite indicado, sin que la reducción pueda exceder del 80 por 100.



2. Cuando los componentes de una unidad familiar hayan optado por la tributación conjunta 
en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el límite de las cuotas íntegras 
conjuntas de dicho impuesto, de la del Impuesto sobre el Patrimonio y de la de este 
impuesto, se calculará acumulando las cuotas íntegras devengadas por aquéllos en estos 
dos últimos tributos. En su caso, la reducción que proceda practicar se prorrateará entre los 
sujetos pasivos en proporción a sus respectivas cuotas íntegras en este impuesto, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior.

 

Trece. Impuestos satisfechos en el extranjero.

En el caso de obligación personal de contribuir y sin perjuicio de lo que se disponga en los 
Tratados o Convenios Internacionales, resultará aplicable en este impuesto la deducción por 
impuestos satisfechos en el extranjero en los términos establecidos en la Ley 19/1991, de 6 
de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio.

 

Catorce. Bonificación de la cuota en Ceuta y Melilla.

Si entre los bienes o derechos de contenido económico computados para la determinación 
de la base imponible figurase alguno situado o que debiera ejercitarse o cumplirse en Ceuta y 
Melilla y sus dependencias, a la parte de la cuota que proporcionalmente corresponda a los 
mencionados bienes o derechos le resultará aplicable la bonificación de la cuota en Ceuta y 
Melilla regulada en la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio.

 

Quince. Cuota a ingresar del Impuesto sobre el Patrimonio.

De la cuota resultante de la aplicación de los apartados anteriores el sujeto pasivo podrá 
deducir la cuota del Impuesto sobre el Patrimonio del ejercicio efectivamente satisfecha.

 

Dieciséis. Responsabilidad patrimonial.

Las deudas tributarias por este impuesto tendrán la misma consideración de aquellas otras a 
las cuales se refiere el artículo 1.365 del Código Civil y, en consecuencia, los bienes 
gananciales responderán directamente frente a la Hacienda Pública por estas deudas.

 

Diecisiete. Normas generales de gestión.



La titularidad de las competencias de gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión 
del impuesto corresponde al Estado.

 

Dieciocho. Autoliquidación.

1. Los sujetos pasivos están obligados a presentar declaración, a practicar autoliquidación y, 
en su caso, a ingresar la deuda tributaria en el lugar, forma y plazos que se determinen por el 
titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública.

2. El pago de la deuda tributaria podrá realizarse mediante entrega de bienes integrantes del 
patrimonio histórico español que estén inscritos en el Inventario General de Bienes Muebles 
o en el Registro General de Bienes de Interés Cultural, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 73 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

 

Diecinueve. Personas obligadas a presentar declaración.

Están obligados a presentar declaración los sujetos pasivos cuya cuota tributaria, 
determinada de acuerdo con las normas reguladoras del impuesto y una vez aplicadas las 
deducciones o bonificaciones que procedieren, resulte a ingresar.

No obstante, no están obligados a presentar declaración los sujetos pasivos que tributen 
directamente al Estado, por no estar cedido el rendimiento del Impuesto sobre el Patrimonio 
a ninguna Comunidad Autónoma, conforme a lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 22/2009, 
de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades 
Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican 
determinadas normas tributarias, salvo que la cuota tributaria de este impuesto resulte a 
ingresar.

 

Veinte. Presentación de la declaración.

La declaración se efectuará en la forma, plazos y modelos que establezca el titular del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública, que podrá establecer los supuestos y condiciones 
de presentación de las declaraciones por medios telemáticos.

Los sujetos pasivos deberán cumplimentar la totalidad de los datos que les afecten 
contenidos en las declaraciones, acompañar los documentos y justificantes que se 
establezcan y presentarlos en los lugares que determine el titular del Ministerio de Hacienda 
y Función Pública.



 

Veintiuno. Infracciones y sanciones.

Las infracciones tributarias en este Impuesto se calificarán y sancionarán con arreglo a lo 
dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

 

Veintidós. Orden jurisdiccional.

La jurisdicción contencioso-administrativa, previo agotamiento de la vía económico-
administrativa, será la única competente para dirimir las controversias de hecho y de derecho 
que se susciten entre la Administración tributaria y los sujetos pasivos en relación con 
cualquiera de las cuestiones a que se refiere este artículo.

 

Veintitrés. Evaluación de los resultados.

Al término del periodo de vigencia de este impuesto, el Gobierno efectuará una evaluación 
para valorar los resultados del impuesto y proponer, en su caso, su mantenimiento o 
supresión.

 

Veinticuatro. Adaptación del Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País 
Vasco y del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra.

La adaptación del Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco y del 
Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra a este impuesto se 
acordará respectivamente en la Comisión Mixta del Concierto Económico con el País Vasco y 
la Comisión del Convenio Económico con Navarra.

 

Veinticinco. Afectación de la recaudación.

El rendimiento del impuesto se ingresará en el Tesoro Público y se destinará a financiar 
políticas de apoyo a los más vulnerables.

 

Veintiséis. Habilitaciones a la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

La Ley de Presupuestos Generales del Estado podrá modificar, de conformidad con lo 



previsto en el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución Española:

a) La escala y los tipos del impuesto y las deducciones en la cuota.

b) Los demás límites cuantitativos y porcentajes fijos establecidos en este artículo.

 

Veintisiete. Habilitación normativa.

Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
aplicación de este artículo.

 

Veintiocho. Vigencia.

Este impuesto será aplicable en los dos primeros ejercicios en los que se devengue a partir 
de la fecha de su entrada en vigor.”.

 

 

Justificación

Se crea un Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas, tributo cuyo objetivo es 
garantizar que las elevadas fortunas contribuyan, tal y como establece nuestra Constitución, 
sostenimiento de los gastos públicos. Así, el Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes 
Fortunas se configura como un impuesto complementario del Impuesto sobre el Patrimonio, de 
carácter estatal, no susceptible de cesión a las Comunidades Autónomas (CCAA), para gravar con 
una cuota adicional los patrimonios de las personas físicas de cuantía superior a 3.000.000 euros.

Dos son las finalidades principales de este nuevo impuesto. La primera de ellas es recaudatoria, a 
fin de exigir, en estos tiempos de crisis energética y de inflación, un mayor esfuerzo a quienes 
disponen de una mayor capacidad económica, es decir, una muestra de solidaridad de las grandes 
fortunas. La segunda es armonizadora, con el objetivo de disminuir las diferencias en el gravamen 
del patrimonio en las distintas CCAA, especialmente para que la carga tributaria de los 
contribuyentes residentes en aquellas CCAA que han suprimido, total o parcialmente, el gravamen 
del Impuesto sobre el Patrimonio no difiera sustancialmente de la de los contribuyentes de las CCAA 
en las que no se ha optado por reducir la tributación por dicho impuesto.

El Impuesto de Solidaridad de las Grandes Fortunas sigue el esquema del Impuesto sobre el 
Patrimonio y se articula como un tributo temporal aplicable en los dos primeros ejercicios en que, a 
partir de su entrada en vigor, se devengue dicho impuesto, si bien se incluye una cláusula para 



revisar el comportamiento de esta figura fiscal en el marco de un análisis de la fiscalidad patrimonial, 
efectuar una evaluación para valorar los resultados del impuesto y proponer, en su caso, su 
mantenimiento o supresión. La configuración del impuesto evita la doble imposición al permitir que la 
cuota abonada por el Impuesto sobre el Patrimonio sea totalmente deducible en este impuesto.



Nº Borrador de Enmienda: 2. Disposiciones adicionales nuevas

Expediente: 122/000247 Nº Borrador de Enmienda: 2

AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se añade:

Disposiciones adicionales nuevas

Texto que se propone

Se añade una disposición adicional con la siguiente redacción:

 

“Disposición adicional NUEVA. Cláusula de condición suspensiva.

La aplicación de las modificaciones previstas en los apartados 1 y 2 del artículo 36 de la Ley 
27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, efectuadas mediante esta Ley, 
quedan condicionadas a su compatibilidad con el derecho de la Unión Europea en materia de 
ayudas de Estado.”.

Justificación

En relación con las modificaciones propuestas en los apartados 1 y 2 del artículo 36 de la Ley 
27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, relativos a los incentivos fiscales a 
las inversiones en producciones cinematográficas españolas y extranjeras, resulta pertinente 
establecer una cláusula suspensiva de su aplicación para proceder al cumplimiento de las 
obligaciones de notificación a la Comisión Europea de las modificaciones efectuadas en dichos 
artículos, así como recibir la oportuna contestación de esta.
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AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se añade:

Disposiciones adicionales nuevas

Texto que se propone

Se añade una nueva disposición adicional con la siguiente redacción:

 

"Disposición adicional NUEVA. Regímenes forales.

La participación de la Comunidad Autónoma País Vasco y de la Comunidad Foral de Navarra 
en lo dispuesto en esta ley al respecto de los gravámenes temporales energético y de 
entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito se establecerá, 
respectivamente, en la Comisión Mixta del Concierto Económico y en la Comisión 
Coordinadora del Convenio Económico."

Justificación

Prever la participación de la Comunidad Autónoma País Vasco y de la Comunidad Foral de Navarra 
en lo dispuesto en esta ley al respecto de los nuevos gravámenes temporales energético y de 
entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito.
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AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

Se añade una disposición final con la siguiente redacción:

 

“Disposición final NUEVA. Modificación de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre 
el Patrimonio.

Se modifica el apartado uno del artículo 5 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el 
Patrimonio, que queda redactado de la siguiente forma:

«Uno. Son sujetos pasivos del Impuesto:

a) Por obligación personal, las personas físicas que tengan su residencia habitual en territorio 
español, exigiéndose el impuesto por la totalidad de su patrimonio neto con independencia del lugar 
donde se encuentren situados los bienes o puedan ejercitarse los derechos.

Cuando un residente en territorio español pase a tener su residencia en otro país podrán optar por 
seguir tributando por obligación personal en España. La opción deberá ejercitarla mediante la 
presentación de la declaración por obligación personal en el primer ejercicio en el que hubiera 
dejado de ser residente en el territorio español.

b) Por obligación real, cualquier otra persona física por los bienes y derechos de que sea titular 
cuando los mismos estuvieran situados, pudieran ejercitarse o hubieran de cumplirse en territorio 
español.

A tales efectos, se considerarán situados en territorio español los valores representativos de 
la participación en fondos propios de cualquier tipo de entidad, no negociados en mercados 
organizados, cuyo activo esté constituido en al menos el 50 por ciento, de forma directa o 
indirecta, por bienes inmuebles situados en territorio español. Para realizar el cómputo del 



activo, los valores netos contables de todos los bienes contabilizados se sustituirán por sus 
respectivos valores de mercado determinados a la fecha de devengo del impuesto. En el caso 
de bienes inmuebles, los valores netos contables se sustituirán por los valores que deban 
operar como base imponible del impuesto en cada caso, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 10 de esta ley.

En este caso, el Impuesto se exigirá exclusivamente por estos bienes o derechos del sujeto pasivo 
teniendo en cuenta lo dispuesto en el apartado cuatro del artículo 9 de la presente Ley.»”.

 

Justificación

El legislador viene contemplando desde hace décadas el fenómeno no deseable de la interposición 
societaria, por razones de elusión fiscal, en la tenencia de inmuebles. Basta pensar en el Gravamen 
Especial de Bienes Inmuebles pertenecientes a entidades no residentes, creado en 1992, o las 
expansivas reglas de sujeción previstas en el Impuesto sobre la Renta de no Residentes –IRNR–, 
desde su nacimiento, contemplando (y gravando con rigor valorativo en ciertos casos) tanto los 
rendimientos indirectamente inmobiliarios (art. 13 1.g) del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes, aprobado por el Real decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, 
en adelante TRLIRNR) como las ganancias patrimoniales de similar naturaleza (art. 13.1.i) del 
TRLIRNR) “cuando procedan, directa o indirectamente, de bienes inmuebles situados en territorio 
español o de derechos relativos a éstos.”).

La normativa bilateral encarnada en los convenios sobre doble imposición (CDI) viene incorporando 
similar tendencia, como registra el Modelo de CDI de la OCDE en su artículo 13, reforzada incluso 
con base en el Convenio Multilateral post BEPS (“Base erosion and profit shifting” –erosión de base 
y traslado de beneficios–), con la previsión de posible gravamen en el Estado de la fuente o 
situación de las ganancias accionariales de sustrato inmobiliario.

Idéntica previsión se pone de manifiesto, frecuentemente, en el precepto bilateral relativo al reparto 
de potestades de gravamen en materia patrimonial. En un buen número de CDI se recoge la 
posibilidad de que el Estado donde radiquen los inmuebles subyacentes puede gravar vía 
imposición patrimonial las acciones de entidades, residentes o no en dicha jurisdicción, en potestad 
compartida con el Estado de residencia.

No obstante, en la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, no se recoge en su 
perímetro de imposición dicha posibilidad de gravamen, lo que constituye una asimetría difícilmente 
explicable de política de tributación ante idénticos escenarios imponibles. En este sentido, supone 
una discriminación injustificada respecto del residente el hecho de que el no residente deje de 
tributar por el Impuesto sobre el Patrimonio por el hecho de interponer una persona jurídica no 
residente en nuestro país. No obstante, debe considerarse que los instrumentos jurídicos 
encarnados en los CDI se encuentran incapacitados para generar hechos imponibles. Su función 



principal, aunque tengan otras, radica en la distribución de potestades tributarias entre los Estados 
signatarios del convenio; potestades cuyo ejercicio o no ejercicio depende, en última instancia, del 
soporte normativo doméstico de cada país. Es decir, para que el tributo exista se necesita que la 
legislación local lo regule, que recoja la sujeción, en primer término, y, en segundo, que no prevea 
exención alguna.

El régimen de obligación real por el Impuesto sobre el Patrimonio alcanza, conforme al artículo 5, 
apartado uno, letra b), de la citada Ley 19/1991, a los contribuyentes no residentes por aquellos 
bienes y derechos de que sean titulares “cuando los mismos estuvieran situados, pudieran 
ejercitarse o hubieran de cumplirse en territorio español”. Con objeto, por tanto, de habilitar la 
potestad de gravamen sobre los elementos patrimoniales mencionados, participaciones 
accionariales en entidades no residentes con activos inmobiliarios subyacentes radicados en 
España, se promueve la inclusión en dicho precepto de la redacción propuesta.
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AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

Se añade una disposición final con la siguiente redacción:

 

“Disposición final NUEVA. Modificación de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones.

Se modifica el apartado 4 del artículo 34 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones, que queda redactado de la siguiente forma:

«4. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior, se establece el régimen de autoliquidación 
del impuesto con carácter obligatorio en las siguientes Comunidades Autónomas:

– Comunidad Autónoma de Andalucía.

– Comunidad Autónoma de Aragón.

– Comunidad Autónoma del Principado de Asturias.

– Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

– Comunidad Autónoma de Canarias.

– Comunidad Autónoma de Cantabria.

– Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.

– Comunidad de Castilla y León.

– Comunidad Autónoma de Cataluña.



– Comunidad Autónoma de Galicia.

– Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

– Comunidad Autónoma de La Rioja.

– Comunidad de Madrid.

– Comunidad Valenciana.».”

 

Justificación

La Comunidad Autónoma de La Rioja ha solicitado la modificación del artículo 34.4 de la Ley 
29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, en adelante LISD, para 
que se incluya a dicha Comunidad Autónoma como territorio en el cual sea obligatorio el régimen de 
autoliquidación sobre el Impuesto de Sucesiones y Donaciones.

A este respecto, el apartado 3 del artículo 34 de la LISD dispone que “la competencia para 
establecer como obligatorio el régimen de autoliquidación del Impuesto corresponde al Estado, que 
introducirá en la Ley del Impuesto las Comunidades Autónomas en las que se haya establecido 
dicho régimen”.

Para incluir a una Comunidad Autónoma en el régimen de autoliquidación obligatoria en el Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones debe cumplir una serie de requisitos, uno de los cuales es contar 
con el informe favorable de la Inspección General del Ministerio de Hacienda y Función Pública, la 
cual, con fecha 19 de octubre de 2022, ha emitido el preceptivo informe, en el que se concluye lo 
siguiente:

“Por parte de esta Inspección General cabe considerar los sistemas de información y asistencia, 
disponibles por la CALR, adecuados para el establecimiento del sistema de autoliquidación del ISD 
como obligatorio.”.

Una vez cumplidos los requisitos exigidos, procede incluir a la Comunidad Autónoma de La Rioja en 
el sistema de autoliquidación obligatoria en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
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AUTORES

GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

GRUPO PARLAMENTARIO CONFEDERAL DE UNIDAS PODEMOS-EN COMÚ PODEM-GALICIA 
EN COMÚN

Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

Se añade una disposición final con la siguiente redacción:

 

“Disposición final NUEVA. Modificación del Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo 
parcial de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

Se modifica el artículo 65 del Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«Artículo 65.

1. El contribuyente que pretenda pagar la deuda tributaria del Impuesto de Sucesiones, del Impuesto 
sobre el Patrimonio, del Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas o del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas mediante entrega de bienes integrantes del 
Patrimonio Histórico Español que estén inscritos en el Registro General de Bienes de Interés 
Cultural o en el Inventario General solicitará por escrito a la Junta de Calificación, Valoración y 
Exportación de Bienes del Patrimonio Español la valoración del bien, reseñando su código de 
identificación. Asimismo, manifestará por escrito su pretensión al tiempo de presentar la declaración 
correspondiente al impuesto de que se trate.

En los casos de los Impuestos sobre la Renta, sobre el Patrimonio y de Solidaridad de las 
Grandes Fortunas, dicha manifestación tendrá por efecto la suspensión del procedimiento 
recaudatorio, sin perjuicio de la liquidación, en su caso, de los intereses de demora 
correspondientes.

2. La valoración del bien consistirá en su tasación por la Junta de Calificación, Valoración y 
Exportación en los términos previstos en el artículo 8 e). Esta valoración tendrá una vigencia de dos 



años y no vinculará al interesado que podrá pagar en metálico la deuda tributaria.

3. El contribuyente podrá, con arreglo al valor declarado por la Junta de Calificación, Valoración y 
Exportación, solicitar del Ministerio Hacienda y Función Pública la admisión de esta forma de 
pago, quien decidirá, oído el Ministerio de Cultura y Deporte.

4. Aceptada la entrega de un determinado bien en pago de la deuda tributaria se estará respecto al 
destino del mismo a lo dispuesto en las leyes del Patrimonio del Estado y del Patrimonio Histórico 
Español.

5. A efectos de contabilización del ingreso de las deudas tributarias señaladas en este artículo cuyo 
pago se efectúe mediante entrega de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español, se 
habilitará por el Ministerio de Hacienda y Función Pública, Dirección General del Patrimonio del 
Estado, los créditos presupuestarios necesarios para efectuar el pago de formalización y cancelar 
las correspondientes deudas.

6. Las referencias de este artículo a órganos de la Administración General del Estado se entenderán 
efectuadas a los correspondientes órganos de las Comunidades Autónomas cuando se trate de 
tributos que les hayan sido cedidos.».

Este precepto podrá modificarse mediante Real Decreto aprobado en Consejo de Ministros.”.

 

Justificación

La modificación que se introduce mediante esta disposición final en el artículo 65 del Real Decreto 
111/1986, de 10 de enero, tiene por objeto adecuar dicho precepto a la existencia del nuevo 
Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas, de manera que la deuda tributaria de 
este también pueda pagarse mediante entrega de bienes integrantes del Patrimonio Histórico 
Español.
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Precepto que se añade:

Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

Se añade una disposición final que modifica el artículo 50 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 
modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias y se añade una nueva disposición 
transitoria, con la siguiente redacción:

 

“Disposición final NUEVA. Modificación de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del 
Régimen Económico y Fiscal de Canarias.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del 
Régimen Económico y Fiscal de Canarias:

 

Uno. Se modifica el artículo 50, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 50. Tasas aplicables a las entidades de la Zona Especial Canaria.

 

1. Se crean las siguientes tasas:

a) Tasa de gestión de la solicitud de autorización para la inscripción en el Registro Oficial de 
Entidades de la Zona Especial Canaria.

b) Tasa anual de permanencia en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria.

 

2. Tasa de gestión de la solicitud de autorización para la inscripción en el Registro Oficial de 



Entidades de la Zona Especial Canaria

a) Constituye el hecho imponible de esta tasa la solicitud de autorización para la inscripción 
en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria.

b) Son sujetos pasivos de esta tasa, a título de contribuyente, las personas que soliciten la 
autorización para la inscripción en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial 
Canaria.

c) El devengo de la tasa se producirá en el momento de presentación de la solicitud de 
autorización para la inscripción en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial 
Canaria.

d) La cuantía de la tasa de solicitud será de 850 euros en 2023, 1.200 euros en 2024, y 1.500 
euros en 2025 y sucesivos. La cuantía de la tasa se actualizará conforme a lo dispuesto cada 
año para la actualización de tasas en la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

e) No procederá la devolución de la tasa en los supuestos de denegación, renuncia a la 
solicitud de autorización, caducidad de la autorización sin inscripción, o renuncia a la 
inscripción. En caso de denegación, la presentación de nueva solicitud de idéntico o análogo 
objeto y solicitante no devengará de nuevo el pago de la tasa.

 

3. Tasa anual de permanencia en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria:

a) Constituye el hecho imponible de esta tasa la permanencia de la inscripción de las entidades de 
la Zona Especial Canaria en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria de 
acuerdo con lo previsto en esta Ley.

b) Son sujetos pasivos de esta tasa, a título de contribuyente, las entidades de la Zona Especial 
Canaria inscritas en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria.

c) El devengo de la tasa se producirá el día 31 de diciembre de cada año, a partir del siguiente al de 
la inscripción en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria.

En caso de disolución de la entidad de la Zona Especial Canaria o de revocación de la autorización 
correspondiente para operar en la Zona Especial Canaria y acogerse al régimen propio de ésta, la 
tasa se devengará en el momento de la cancelación de la inscripción en el Registro Oficial de 
Entidades de la Zona Especial Canaria.

d) La cuantía de la tasa anual de permanencia será de 1.500 euros. Para las entidades de la Zona 
Especial Canaria establecidas en isla distinta de Tenerife y Gran Canaria, dicha cuantía será de 
1.300 euros. La cuantía de la tasa se actualizará conforme a lo dispuesto cada año para la 
actualización de tasas en la Ley de Presupuestos Generales del Estado.



En el caso previsto en el párrafo segundo de la letra c) anterior, la cuantía de la tasa se prorrateará 
por trimestres naturales, excluido aquel en el que se produzca la cancelación de la inscripción.

 

4. Mediante Real Decreto podrán modificarse las cuantías e importes de los elementos y criterios de 
cuantificación en base a los cuales se determinan las tasas reguladas en el presente artículo.

A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se consideran elementos y criterios de 
cuantificación los siguientes:

a) Tasa de gestión de la solicitud de autorización para la inscripción en el Registro Oficial de 
Entidades de la Zona Especial Canaria: naturaleza del solicitante y tipo de actividad a 
desarrollar en el ámbito geográfico de la Zona Especial Canaria.

b) Tasa anual de permanencia en el Registro Oficial de Entidades de la Zona Especial Canaria: 
naturaleza de la entidad inscrita, tipo de actividad desarrollada en el ámbito geográfico de la Zona 
Especial Canaria y número de puestos de trabajo creados en dicho ámbito geográfico.

 

5. Las tasas podrán ser objeto de autoliquidación por el sujeto pasivo en las condiciones descritas 
en el artículo 52.3 del Reglamento de desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio, en materias 
referentes a los incentivos fiscales en la imposición indirecta, la reserva para inversiones en 
Canarias y la Zona Especial Canaria, aprobado por el Real Decreto 1758/2007, de 28 de diciembre.

 

6. Las tasas reguladas en este artículo se regirán por la presente Ley y por las demás fuentes 
normativas que para las tasas se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de 
Tasas y Precios Públicos.»

 

Dos. Se añade una disposición transitoria novena con la siguiente redacción:

“Disposición transitoria novena. Régimen transitorio de la tasa de la Zona Especial Canaria 
para los años 2022 y 2023.

La tasa de solicitud de inscripción en la Zona Especial Canaria no se exigirá a los sujetos y 
con respecto a las solicitudes que hayan presentado con anterioridad al 1 de enero de 2023, y 
hayan realizado el ingreso correspondiente, a los que será aplicable el régimen de tasas 
vigente con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley XX/2022.”



Justificación

La configuración de la tasa de inscripción conlleva numerosos problemas derivados de su encaje en 
relación con el procedimiento de inscripción en la Zona Especial Canaria. En primer lugar, la tasa no 
se ajusta a la actividad administrativa cuyos costes pretende cubrir. La inscripción en la Zona 
Especial Canaria conlleva dos fases: la autorización previa y, posteriormente, la inscripción. Las 
labores que se realizan durante la autorización previa comprenden:

análisis del proyecto a desarrollar por el interesado,•
estudio por los técnicos del Consorcio de la Zona Especial Canaria,•
evaluación por la Comisión Técnica y,•
finalmente, en su caso, la aprobación por el Consejo Rector.•

El procedimiento de inscripción comprende únicamente el cotejo de la documentación aportada para 
la inscripción tales como escrituras o autorizaciones, en relación con el proyecto autorizado. En 
resumen, la carga administrativa se centra en la fase de autorización, mientras que la fase de 
inscripción abarca un único paso y se reduce a un trámite formal. El hecho de que la tasa se exija 
por el segundo procedimiento y que, sin embargo, en el primero deba garantizarse su abono futuro, 
complica la labor administrativa en exceso: conlleva la gestión de una garantía en fase de 
autorización y luego la compensación o, en su caso, liquidación complementaria en el momento de 
devengarse la tasa, con la inscripción del proyecto garantizado. O, incluso, la devolución de la 
garantía en el supuesto de que finalmente el proyecto no llegue a inscribirse en el Registro Oficial de 
Entidades de la Zona Especial Canaria (ROEZEC) y, por tanto, no llegue a producirse ese hecho 
imponible. En este último caso, es decir cuando el interesado solicita la autorización previa pero no 
llega a solicitar la inscripción en el ROEZEC se produce el coste administrativo para el Consorcio, 
pero nunca se llega a percibir la tasa.

En segundo lugar, el hecho de que la tasa se vincule a un acto formal, estando la parte sustantiva 
del procedimiento ya realizada –la autorización–, deja en manos del contribuyente la realización del 
hecho imponible. Se dan numerosos supuestos en los que se solicita la autorización con el fin de 
tener la resolución de autorización para dar respaldo al proyecto en forma de documento oficial de la 
Zona Especial Canaria, y tales proyectos nunca son materializados. En este sentido, en el período 
entre 2013 y 2020 se han autorizado 1.143 entidades, mientras que solo se han inscrito 717.

Por todo lo anterior, se propone sustituir el hecho imponible y configuración de la tasa 
reconduciéndolo a la solicitud de autorización, con independencia del resultado del procedimiento. 
Además, se propone incrementar el importe de la tasa de autorización. A este respecto cabe señalar 
que, realizado análisis de ambas tasas a partir del ejercicio 2015, ejercicio en el que la contabilidad 
de costes del Consorcio de la ZEC distingue datos segregados de costes e ingresos para las tasas 
de inscripción y de permanencia en el ROEZEC, se pone de relieve el defecto de financiación que 
tienen los procesos relacionados con la inscripción.
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Disposiciones finales nuevas

Texto que se propone

Se añade una disposición final con la siguiente redacción:

 

“Disposición final NUEVA. Modificación de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 
Sociedades.

 

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto 
sobre Sociedades:

 

Uno. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de1 de enero de 2022, se 
modifica el apartado 7 del artículo 39, que queda redactado de la siguiente forma:

«7. El contribuyente que participe en la financiación de producciones españolas de 
largometrajes, cortometrajes cinematográficos, series audiovisuales de ficción, animación o 
documental, o en la producción y exhibición de espectáculos en vivo de artes escénicas y 
musicales realizadas por otros contribuyentes, podrá aplicar las deducciones previstas en 
los apartados 1 y 3 del artículo 36 de esta Ley, en las condiciones y términos en ellos 
señalados, siempre que hayan sido generadas por el productor, cuando aporte cantidades 
destinadas a financiar la totalidad o parte de los costes de la producción, sin adquirir 
derechos de propiedad intelectual o de otra índole respecto de los resultados de las 
producciones o espectáculos, cuya propiedad deberá ser en todo caso del productor.

Dichas cantidades podrán aportarse en cualquier fase de la producción, con carácter previo o 
posterior al momento en que el productor incurra en los citados costes de producción, y 



hasta la obtención de los certificados a que se refiere la letra a´) del apartado 1 o la letra a) 
del apartado 3 del artículo 36 de esta Ley, según proceda.

El importe máximo de la deducción generada por el productor que el contribuyente que 
participe en la financiación podrá aplicar será el resultado de multiplicar por 1,20 el importe 
de las cantidades que este último haya aportado para financiar los citados costes de 
producción. El exceso de deducción podrá ser aplicado por el productor que haya generado 
el derecho a la misma.

El productor y el contribuyente que participe en la financiación de la producción deberán 
suscribir un contrato de financiación que contenga, entre otros, los siguientes extremos:

a) Identidad de los contribuyentes que participan en la producción y en la financiación.

b) Descripción de la producción.

c) Presupuesto de la producción con descripción detallada de los gastos y, en particular, de 
los que se vayan a realizar en territorio español.

d) Forma de financiación de la producción, especificando separadamente las cantidades que 
aporte el productor, las que aporte el contribuyente que participe en su financiación y las que 
correspondan a subvenciones y otras medidas de apoyo.

Para la aplicación de la deducción será necesario que el contribuyente que participe en la 
financiación presente el contrato de financiación y certificación del cumplimiento de los 
requisitos señalados en las letras a’) y b’) del apartado 1 o del requisito establecido en la letra 
a´) del apartado 3 del artículo 36 de esta Ley, según corresponda, en una comunicación a la 
Administración tributaria, suscrita tanto por el productor como por el contribuyente que 
participa en la financiación de la producción, con anterioridad a la finalización del período 
impositivo en que este último tenga derecho a aplicar la deducción.

Lo dispuesto en este apartado no resultará de aplicación cuando el contribuyente que 
participa en la financiación esté vinculado, en el sentido del artículo 18 de esta Ley, con el 
contribuyente que genere el derecho a la deducción prevista en los apartados 1 o 3 del 
artículo 36 de esta Ley.

La aplicación de la deducción por el contribuyente que participa en la financiación será 
incompatible, total o parcialmente, con la deducción a la que tendría derecho el productor por 
aplicación de lo dispuesto en los apartados 1 y 3 del artículo 36 de esta Ley.

El importe de la deducción que aplique el contribuyente que participa en la financiación 
deberá tenerse en cuenta a los efectos de la aplicación del límite conjunto del 25 por ciento 
establecido en el apartado 1 del artículo 39 de esta Ley, sin que en ningún caso proceda la 
aplicación del límite incrementado del 50 por ciento a que se refiere dicho apartado.».



 

Dos. Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2023, se 
modifican los apartados 1 y 2 del artículo 36, que quedan redactados de la siguiente forma:

«1. Las inversiones en producciones españolas de largometrajes y cortometrajes 
cinematográficos y de series audiovisuales de ficción, animación o documental, que permitan 
la confección de un soporte físico previo a su producción industrial seriada darán derecho al 
productor o a los contribuyentes que participen en la financiación a una deducción:

a) Del 30 por ciento respecto del primer millón de base de la deducción.

b) Del 25 por ciento sobre el exceso de dicho importe.

La base de la deducción estará constituida por el coste total de la producción, así como por los 
gastos para la obtención de copias y los gastos de publicidad y promoción a cargo del productor 
hasta el límite para ambos del 40 por ciento del coste de producción.

Al menos el 50 por ciento de la base de la deducción deberá corresponderse con gastos realizados 
en territorio español. El importe de esta deducción no podrá ser superior a 20 millones de euros. En 
el caso de series audiovisuales, la deducción se determinará por episodio y el límite a que se 
refiere el párrafo anterior será de 10 millones de euros por cada episodio producido. En el 
supuesto de una coproducción, los importes señalados en este apartado se determinarán, para cada 
coproductor, en función de su respectivo porcentaje de participación en aquélla.

Para la aplicación de la deducción, será necesario el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a’) Que la producción obtenga el correspondiente certificado de nacionalidad y el certificado que 
acredite el carácter cultural en relación con su contenido, su vinculación con la realidad cultural 
española o su contribución al enriquecimiento de la diversidad cultural de las obras cinematográficas 
que se exhiben en España, emitidos por el Instituto de Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, 
o por el órgano correspondiente de la Comunidad Autónoma con competencia en la materia. Dichos 
certificados serán vinculantes para la Administración tributaria competente en materia de 
acreditación y aplicación de los anteriores incentivos fiscales e identificación del productor 
beneficiario, con independencia del momento de emisión de los mismos.

b’) Que se entregue una copia nueva y en perfecto estado de la producción en la Filmoteca 
Española o la filmoteca oficialmente reconocida por la respectiva Comunidad Autónoma.

La deducción prevista en este apartado se generará en cada período impositivo por el coste de 
producción incurrido en el mismo, si bien se aplicará a partir del período impositivo en el que finalice 
la producción de la obra.

No obstante, en el supuesto de producciones de animación, la deducción prevista en este apartado 
se aplicará a partir del período impositivo en que se obtenga el certificado de nacionalidad señalado 



en la letra a’) anterior.

La base de la deducción se minorará en el importe de las subvenciones recibidas para financiar las 
inversiones que generan derecho a deducción.

El importe de esta deducción, conjuntamente con el resto de ayudas percibidas, no podrá superar el 
50 por ciento del coste de producción. No obstante, dicho límite se elevará hasta:

a’’) El 85 por ciento para los cortometrajes.

b’’) El 80 por ciento para las producciones dirigidas por una persona que no haya dirigido o 
codirigido más de dos largometrajes calificados para su explotación comercial en salas de exhibición 
cinematográfica, cuyo presupuesto de producción no supere 1.500.000 de euros.

c’’) El 80 por ciento en el caso de las producciones rodadas íntegramente en alguna de las lenguas 
cooficiales distintas al castellano que se proyecten en España en dicho idioma cooficial o 
subtitulado.

d’’) El 80 por ciento en el caso de producciones dirigidas exclusivamente por personas con un grado 
de discapacidad igual o superior al 33 por ciento reconocido por el órgano competente.

e’’) El 75 por ciento en el caso de producciones realizadas exclusivamente por directoras.

f’’) El 75 por ciento en el caso de producciones con un especial valor cultural y artístico que 
necesiten un apoyo excepcional de financiación según los criterios que se establezcan mediante 
Orden Ministerial o en las correspondientes convocatorias de ayudas.

g’’) El 75 por ciento en el caso de los documentales.

h’’) El 75 por ciento en el caso de las obras de animación cuyo presupuesto de producción no 
supere 2.500.000 de euros.

i’’) El 60 por ciento en el caso de producciones transfronterizas financiadas por más de un Estado 
miembro de la Unión Europea y en las que participen productores de más de un Estado miembro.

j’’) El 60 por ciento en el caso de coproducciones internacionales con países iberoamericanos.

2. Los productores registrados en el Registro Administrativo de Empresas Cinematográficas del 
Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales que se encarguen de la ejecución de una 
producción extranjera de largometrajes cinematográficos o de obras audiovisuales que permitan la 
confección de un soporte físico previo a su producción industrial seriada tendrán derecho a la 
deducción prevista en este apartado por los gastos realizados en territorio español.

La base de la deducción estará constituida por los siguientes gastos realizados en territorio español 
directamente relacionados con la producción:



1.º Los gastos de personal creativo, siempre que tenga residencia fiscal en España o en algún 
Estado miembro del Espacio Económico Europeo.

2.° Los gastos derivados de la utilización de industrias técnicas y otros proveedores.

El importe de deducción será:

a) Del 30 por ciento respecto del primer millón de base de la deducción y del 25 por ciento sobre el 
exceso de dicho importe.

La deducción se aplicará siempre que los gastos realizados en territorio español sean, al menos, de 
1 millón de euros. No obstante, en el supuesto de producciones de animación tales gastos serán, al 
menos, de 200.000 euros.

El importe de esta deducción no podrá ser superior a 20 millones de euros, por cada producción 
realizada.

En el caso de series audiovisuales, la deducción se determinará por episodio y el límite a que 
se refiere el párrafo anterior será de 10 millones de euros por cada episodio producido.

El importe de esta deducción, conjuntamente con el resto de ayudas percibidas por la empresa 
contribuyente, no podrá superar el 50 por ciento del coste de producción.

b) Del 30 por ciento de la base de la deducción, cuando el productor se encargue de la ejecución de 
servicios de efectos visuales y los gastos realizados en territorio español sean inferiores a 1 millón 
de euros.

El importe de esta deducción no podrá superar el importe que establece el Reglamento (UE) 
1407/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013, relativo a la aplicación de los artículos 107 y 
108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión a las ayudas de minimis.

La deducción prevista en este apartado queda excluida del límite a que se refiere el último párrafo 
del apartado 1 del artículo 39 de esta Ley. A efectos del cálculo de dicho límite no se computará 
esta deducción.

Para la aplicación de la deducción, será necesario el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a') que la producción obtenga el correspondiente certificado que acredite el carácter cultural en 
relación con su contenido o su vinculación con la realidad cultural española o europea, emitido por el 
Instituto de Cinematografía y de las Artes Audiovisuales, o por el órgano correspondiente de la 
Comunidad Autónoma con competencia en la materia. Este requisito no será exigible para la 
aplicación de la deducción recogida en la letra b) de este apartado.

b') Que se incorpore en los títulos de crédito finales de la producción una referencia específica a 
haberse acogido al incentivo fiscal; la colaboración, en su caso, del Gobierno de España, las 



Comunidades Autónomas, las Film Commissions o las Film Offices que hayan intervenido de forma 
directa en la realización del rodaje u otros procesos de producción desarrollados en España, así 
como, en su caso, los lugares específicos de rodaje en España y, para el caso de obras 
audiovisuales de animación, el lugar donde radique el estudio al que se le ha encargado el servicio 
de producción.

c') Que los titulares de los derechos autoricen el uso del título de la obra y de material gráfico y 
audiovisual de prensa que incluya de forma expresa lugares específicos del rodaje o de cualquier 
otro proceso de producción realizado en España, para la realización de actividades y elaboración de 
materiales de promoción en España y en el extranjero con fines culturales o turísticos, que puedan 
llevar a cabo las entidades estatales, autonómicas o locales con competencias en materia de 
cultura, turismo y economía, así como por las Film Commissions o Film Offices que hayan 
intervenido en la realización del rodaje o producción.

Reglamentariamente se podrán establecer otros requisitos y obligaciones para tener derecho a la 
práctica de esta deducción.».

 

Tres. Se introduce una nueva disposición adicional NUEVA con la siguiente redacción:

«Disposición adicional NUEVA. Medidas temporales en la determinación de la base imponible 
en el régimen de consolidación fiscal.

1. Con efectos para los periodos impositivos que se inicien en 2023, la base imponible del 
grupo fiscal se determinará de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 62 de esta Ley,  si bien 
en relación con lo señalado en el primer inciso de la letra a) del apartado 1 de dicho artículo, 
la suma se referirá a las bases imponibles positivas y al 50 por ciento de las bases 
imponibles negativas individuales correspondientes a todas y cada una de las entidades 
integrantes del grupo fiscal, teniendo en cuenta las especialidades contenidas en el artículo 
63 de esta Ley.

2. Con efectos para los períodos impositivos sucesivos, el importe de las bases imponibles 
negativas individuales no incluidas en la base imponible del grupo fiscal por aplicación de lo 
dispuesto en el apartado anterior tendrá la consideración de base imponible negativa del 
grupo fiscal a efectos de lo dispuesto en esta Ley.».”

Justificación

En primer lugar, se modifica lo dispuesto en el artículo 39.7 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, 
del Impuesto sobre Sociedades, para que la deducción en el contribuyente que participa en la 
financiación de los costes de la producción (no incluye, por tanto, los gastos para la obtención de 
copias, publicidad y promoción) de una producción española de largometrajes, cortometrajes 



cinematográficos, series audiovisuales de ficción, animación o documental, o de espectáculos en 
vivo de artes escénicas y musicales se pueda aplicar cuando las cantidades que aporte destinadas 
a financiar los citados costes se aporten en cualquier fase de la producción, con carácter previo o 
posterior al momento en que el productor incurra en los costes de producción.

Se dispone, asimismo, que no procede la aplicación de la deducción cuando el contribuyente que 
participa en la financiación esté vinculado con el contribuyente que genere el derecho a la 
deducción.

Se aclara, por otra parte, que el contribuyente que participa en la financiación tendrá un límite 
conjunto para la aplicación de la deducción del 25 por ciento sin que en ningún caso proceda la 
aplicación del límite incrementado del 50 por ciento que pudiera corresponder al contribuyente que 
genera el derecho a la deducción.

Por otra parte, para favorecer una mayor competitividad del sector cinematográfico y audiovisual 
español en el ámbito nacional e internacional, se incrementan los límites de las deducciones 
relativas a la producción cinematográfica y de series audiovisuales españolas y extranjeras. Con la 
modificación propuesta se permitirá incrementar la atracción de producciones y rodajes 
internacionales y la actividad económica del sector audiovisual en España, de modo que se genere 
empleo y se contribuya positivamente a la promoción de España.

Por último, se establece una medida para el período impositivo 2023 consistente en la no inclusión 
del 50 por ciento de las bases imponibles individuales negativas de las entidades integrantes de un 
grupo que tribute en el régimen de consolidación fiscal en la determinación de la base imponible 
consolidada de dicho grupo. El mencionado porcentaje no incluido en 2023 podrá ser compensado 
de la base imponible positiva del grupo fiscal en los años sucesivos, por lo que la medida tiene un 
efecto de anticipación de impuestos, pero no conlleva una variación en la tributación del grupo fiscal.
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